1.-) Retiros efectuados por el vendedor, dueño, socio, director o empleado de  la empresa; de bienes corporales muebles producidos o adquiridos para la venta o prestación de servicios y que son destinados para su uso o consumo personal o de su familia.

2.-) Se presumen retirados para su uso personal los faltantes de inventario del vendedor o prestador de servicios, salvo prueba en contrario, exceptuando los casos de fuerza mayor o caso fortuito. El contribuyente puede demostrar con documentación fehaciente el destino de los faltantes de inventario para que no resulten gravados (Circular nº3  de13.01.92  Artículo 10 del reglamento).

3.-) Se equipara a venta los retiros de bienes corporales muebles, sean o no del giro, efectuados por vendedores destinados a rifas, aún a título gratuito, con fines de promoción o propaganda y lo mismo tratándose de toda entrega o distribución gratuita que se efectúen con iguales fines. (Circular 126 de 1977).

Debe tenerse presente, que el impuesto soportado al adquirir el bien es un impuesto que le da derecho a crédito fiscal, ya que lo destinó a la promoción o propaganda, lo que constituye un gasto de tipo general de la empresa.

Según el Artículo 11 del reglamento, no son retiros afectos los simples traspasos de activos realizables al activo fijo, como el caso de una mueblería que toma uno de los escritorios que tiene para la venta y lo destine para amoblar una oficina de la misma empresa; tampoco es un retiro gravado aquel que consiste en destinar un bien al consumo interno de la empresa, como es el caso de la imprenta que utiliza papel de su producción o materia prima en las oficinas de la empresa. (Circular 126 de 1977).

Tampoco es un retiro afecto la destinación de bienes muebles del giro a la construcción de un inmueble para la empresa, la razón de no estar afecto es que en cualquiera de los casos si el contribuyente los adquiere de terceros, el IVA que soporta le da derecho a crédito fiscal.

Se ha resuelto por el SII:

Que las entregas gratuitas que efectúa telex Chile con fines promocionales no está afecta, ya que esta empresa es una empresa de servicio y el caso de retiro para fines promocionales sólo afecta a vendedores.

Una empresa de giro supermercado retira mensualmente productos comestibles para una especie de canasta familiar y la entrega gratuitamente a un instituto de beneficencia, esta operación no está gravada, ya que no se efectúa con fines promocionales, situación que ha de determinarse en cada caso.

En caso de distribuciones gratuitas de muestras médicas a los médicos es un retiro afecto, puesto que tiene fines promocionales, siendo difícil de determinar el monto de las operaciones ya que las muestras no pueden ser vendidas, por lo que se les grava según el valor libro de mercaderías, valor cero.

Retiros exentos: Retiros efectuados por los empleados de una empresa, en calidad de regalías, en virtud a lo establecido en la letra A del número 3 del artículo 12 de la Ley.

Según el inciso final de la letra, los impuestos recargados en razón del retiro gravado no dan derecho a crédito fiscal, debido a que el vendedor o prestador de servicios está actuando como un consumidor final. Esto no significa que pierda el crédito que legítimamente le corresponde al haber adquirido el bien, el crédito que no le corresponde es el que se le recarga como consumidor final al retirar el bien.
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Artículo 8 letra e) Los contratos  de instalación o confección de especialidades y los contratos generales de construcción

Tratada en la circular 26 del 05 de Agosto de 1987. Estamos en presencia de un hecho gravado consistente en la construcción en terreno ajeno, distinto de la construcción a que se refiere el hecho gravado venta, en que se trata de la construcción en terreno propio.

Contrato de instalación o confección de especialidades: Son los que tienen por objeto la incorporación de elementos que adhieren permanentemente a un inmueble, para que este cumpla con la finalidad específica para la cual se construye. (Artículo 12º inciso 1º del reglamento).
Siempre que la materia principal sea suministrada por el instalador o contratista, es un contrato equiparado a venta.  Ejemplo: Ascensores, climas artificiales, puertas y ventanas, etc.

De lo anterior se desprende los siguientes requisitos:

a.- Que el objeto del contrato sea la incorporación de elementos que adhieran a un bien inmueble.

b.- Que los elementos incorporados sean necesarios para que el inmueble cumpla cabalmente la finalidad para lo cual se construye.

La falta o no concurrencia de alguno de estos requisitos hace inaplicable la disposición del artículo 8, pero el contrato puede quedar gravado con el impuesto en conformidad a otras disposiciones de la Ley, como por ejemplo, la ejecución de obra material mueble, los cuales pueden ser venta o servicio, dependiendo de quien proporcione la materia principal.

Contrato general de construcción: Son aquellos que tienen por finalidad la confección de una obra material nueva que incluye a lo menos dos especialidades, sea que se efectúe por sí mismo o por intermedio de terceros. (Oficio N° 4770 de 24.12.85).

Ejemplos: Construcción de Edificios, Bodegas, caminos, Transformación total de la estructura, diseño y distribución de un edificio, etc.

Los contratos de construcción, al igual que los de instalación o confección de especialidades,  a su vez, pueden pactarse por suma alzada o por administración,  quedando gravadas con I.V.A. ambas modalidades de contratos.

Contrato por Suma Alzada: Es aquel en que la empresa constructora aporta los materiales o materia principal, es decir, una venta.

Contrato por Administración: el que encarga la construcción proporciona la totalidad de los materiales o la materia principal, es decir, un servicio.

Se ha resuelto por el Servicio en distintos pronunciamientos administrativos que si el contrato consiste en el reacondicionamiento de una red de semáforos, incluyendo la reparación y mejoramiento de la red y comprendiendo la incorporación de elementos que adhieren permanentemente al inmueble que conforma la red, los que son necesarios para que cumpla su especialidad, es un contrato de confección e instalación de especialidades. Por el contrario, si el contrato implica la instalación de nuevos semáforos, tableros de control, nuevas canalizaciones, etc. es un contrato general de construcción, ya que es la construcción de una obra material inmueble nueva que comprende dos o más especialidades.

También se ha dicho que si una empresa constructora vende un inmueble construido para ella por otra empresa constructora por la modalidad del contrato por suma alzada, la venta no está gravada, por no haber sido construido al menos en parte por la empresa constructora; por el contrario, el SII ha resuelto que si la construcción se hizo por administración la venta si está gravada, ya que la empresa que construyó lo hizo por cuenta, riesgo y en representación de la empresa que hizo el encargo, por lo que debe entenderse que quien construye es el que encarga la obra, con lo que se cumple el requisito del hecho gravado venta de inmuebles.

Artículo 8 letra f. Venta de un establecimiento de comercio.

“ARTICULO 8º.- El impuesto de este Título afecta a las ventas y servicios. Para estos efectos serán consideradas también como ventas y servicios, según corresponda: (...)

f) La venta de establecimientos de comercio y, en general la de cualquier otra universalidad que comprenda bienes corporales muebles de su giro. Este tributo no se aplicará a la cesión del derecho de herencia;”
Fue necesario afectar esta operación en forma especial ya que se califica como un bien mueble, aun cuando comprenda inmuebles; además, es de carácter incorporal, ya que una universalidad es de naturaleza distinta a los bienes que la componen y recordemos que los bienes a que se refiere la venta hecho gravado general son los corporales.

Se entiende por establecimiento de comercio, una universalidad de hecho con existencia distinta a la de los diversos elementos que la componen, algunos de los cuales, como el local ocupado, las instalaciones y las mercaderías, son bienes corporales y otros, como el nombre, el derecho de llaves, etc., son de naturaleza incorporal.

Se define universalidad de hecho, a todo conjunto de bienes corporales e incorporales unidos por su afectación a un fin común y que posee una individualidad propia e independiente de los elementos que la componen.

Se grava con el I.V.A. sólo los bienes corporales muebles del giro incluidos en la universalidad que se vende. En efecto, el artículo 9 del reglamento precisa que al referirse a bienes del giro, se refiere a aquellos respecto de los cuales el contribuyente era vendedor, es decir, concurre la habitualidad. Por ejemplo: si un contribuyente es dueño del establecimiento de comercio x del giro compra y venta de zapatos, podemos observar que el establecimiento comprende diversos bienes, existen bienes muebles destinados a venta (zapatos), existe mobiliario de la empresa (estantes), vehículos, inmuebles, marcas, patentes de invención, etc. Al realizarse la venta del establecimiento, la ley nos dice que hay un hecho gravado, pero según el reglamento, el impuesto sólo debe calcularse respecto de los bienes del giro, aquellos respecto de los cuales el contribuyente era vendedor, donde había habitualidad, es decir, sobre el valor de los zapatos en el ejemplo.

No se aplica a la cesión del derecho de herencia.

Es aplicable también a universalidades que comprendan inmuebles del giro de una empresa constructora conforme la letra k de este artículo.

Artículo 8 letra g: Arrendamiento de muebles, ciertos inmuebles y establecimientos de comercio.

“ARTICULO 8º.- El impuesto de este Título afecta a las ventas y servicios. Para estos efectos serán consideradas también como ventas y servicios, según corresponda: (...)

g)
El arrendamiento, subarrendamiento, usufructo o cualquiera otra forma de cesión del uso o goce temporal de bienes corporales muebles, inmuebles amoblados, inmuebles con instalaciones o maquinarias que permitan el ejercicio de alguna actividad comercial o industrial y de todo tipo de establecimientos de comercio;”

La norma describe la operación en términos amplios, incluyendo cualquier forma de cesión del uso o goce temporal de los bienes. Los contratos a que se refiere son:

a.- Arrendamiento.  Art. 1915 del C. C. El arrendamiento es un contrato en que las dos partes se obligan recíprocamente, la una a conceder el goce de una cosa, o a ejecutar una obra o prestar un servicio, y la otra a pagar por este goce, obra o servicio un precio determinado. 

b.- Subarrendamiento.   Art. 1946 del C.C. El arrendatario no tiene la facultad de ceder el arriendo ni de subarrendar, a menos que se le haya expresamente concedido; pero en este caso no podrá el cesionario o subarrendatario usar o gozar de la cosa en otros términos que los estipulados con el arrendatario directo. 

c.- Usufructo.      Art. 764 C.C. El derecho de usufructo es un derecho real que consiste en la facultad de gozar de una cosa con cargo de conservar su forma y substancia, y de restituirla a su dueño, si la cosa no es fungible; o con cargo de volver igual cantidad y calidad del mismo género, o de pagar su valor, si la cosa es fungible. Art. 765 C.C. El usufructo supone necesariamente dos derechos coexistentes, el del nudo propietario y el del usufructuario. Tiene por consiguiente una duración limitada, al cabo de la cual pasa al nudo propietario, y se consolida con la propiedad. Art. 766 C.C.  El derecho de usufructo se puede constituir de varios modos: 1.° Por la ley, como el del padre de familia, sobre ciertos bienes del hijo; 2.° Por testamento; 3.° Por donación, venta u otro acto entre vivos; 4.° Se puede también adquirir un usufructo por prescripción. 

d.- Cualquier forma de cesión del uso o goce temporal.

Por su parte, los bienes que pueden ser objeto de los actos o contratos antes referidos, son los siguientes:

1.-) Bienes corporales muebles.

2.-) Inmuebles amoblados.

3.-) Inmuebles con instalaciones o maquinarias que permitan el ejercicio de alguna actividad comercial o industrial.

4.-) Establecimientos de comercio.

En el caso de los inmuebles, la Ley no distingue el destino que deberían tener tales inmuebles, por lo que no se circunscribe sólo a las casas habitación, sino que comprende cualquier bien raíz que contenga bienes muebles que permitan el desarrollo de la respectiva actividad conforme a su naturaleza: una casa habitación, una oficina, una consulta médica, etc. (Of. 2669 17.08.90). No obstante, si en un edificio de estacionamientos, los boxes tienen rol de avalúo propio, su arrendamiento no está gravado con IVA, por tratarse de un bien inmueble sin muebles o instalaciones (art. 12, letra E N° 11 del D.L. 825).

En el caso de los inmuebles con instalación o maquinarias, basta que permitan el ejercicio de una actividad comercial o industrial, sin que importe que, en definitiva, se realice esa actividad. En cualquiera de los casos, resulta evidente que el arriendo de inmuebles desamoblados o de simples inmuebles, sin las características especiales que señala la norma, no está gravado.

El Artículo 6 del reglamento da un concepto de industria aplicable en la especie y el Artículo 13 del mismo texto ejemplifica tipos de inmuebles con instalaciones, ejemplo : molinos, hoteles, playas de estacionamientos, barracas, cines, etc.

El determinar si las instalaciones o maquinarias son aptas para permitir el ejercicio de una actividad comercial o industrial es una cuestión de hecho que se determina en cada caso por el SII, el que en algunos casos lo ha entendido en un sentido muy amplio, bastándole la existencia de instalaciones mínimas en un inmueble, ejemplo: sistemas de electricidad trifásico, agua, alcantarillado, en todo caso, y según veremos más adelante, el objetivo de la norma no es gravar el arriendo de inmuebles sino el arrendamiento de muebles que lo alajan o de las instalaciones o maquinarias con que cuenta, por ello que al calcular el impuesto no se aplica la tasa sobre el valor total del arriendo,  se rebaja previamente el valor del terreno.

Se ha resuelto por el Servicio en la materia que: 

1.-) Es un hecho gravado el arriendo de un centro radiológico en que se permite el uso de ciertos equipos, no porque permita el ejercicio de una actividad comercial o industrial, sino por tratarse del arriendo de un inmueble amoblado, ya que según el Servicio la norma no restringe su aplicación al arriendo de inmuebles amoblados destinados a la habitación.

2.-) No está gravado el arriendo de gimnasios, canchas de atletismo, salas multi usos, velódromos y otros similares que no cuentan con instalaciones de aquellas a que se refiere la norma. Sí está gravado el arriendo de estadios, gimnasios o cualquiera de los inmuebles indicados si cuentan con graderías, boleterías que permitan espectáculos públicos, la que es una actividad mercantil regulada por el Artículo 3 Nº 8 del Código de Comercio y, por lo tanto, encuadra dentro de la norma del Artículo 8 letra g.

3.-) Arriendo de un galpón con electricidad trifásica no está gravada por no tener instalaciones suficientes que permitan el ejercicio de una actividad industrial. Sí está afecta el arriendo de una planta industrial que cuenta con agua, desagüe, electricidad y otras que permiten el ejercicio de una actividad industrial, aunque eventualmente resulten insuficientes para el ejercicio de ciertas actividades específicas.

4.-) También está gravado el arriendo de naves que efectúa un particular en la XII región a turistas para que recorran el estrecho, sea que el arriendo se haga con o sin tripulación.

5.-) Está gravado el arriendo de una máquina proyectora de cine que efectúa el Ministerio de Educación a particulares.

6.-) Está gravado el arriendo de vehículos que se destina al transporte de pasajeros.

7.-) Está afecto el leasing de un vehículo, ya que es una forma de cesión del uso o goce del bien, la opción de compra es sólo una modalidad del contrato y, sin perjuicio, de que si se ejerce la opción de compra, también puede quedar afecto.

Artículo 8º letra h: Arriendo de marcas, patentes y fórmulas industriales, etc.


“ARTICULO 8º.- El impuesto de este Título afecta a las ventas y servicios. Para estos efectos serán consideradas también como ventas y servicios, según corresponda: (...)

h)
El arrendamiento, subarrendamiento o cualquier otra forma de cesión del uso o goce temporal de marcas, patentes de invención, procedimientos o fórmulas industriales y otras prestaciones similares;”


Son bienes incorporales derivados de los derechos de Propiedad Intelectual y Propiedad Industrial.

Ejemplo : arriendo que efectúa un colegio de profesionales a un particular de la marca de su revista institucional, a objeto de que éste la edite y distribuya.

Arriendo de licencias para la elaboración de productos o utilización de procesos industriales a cambio de una remuneración, efectuado por la institución de investigaciones tecnológicas de la corfo.

No resulta aplicable el IVA, no obstante tratarse de este tipo de arriendo, en los siguientes casos: Remuneración obtenida por personas sin domicilio ni residencia en el país que e encuentren afectadas por el Impuesto Adicional del art. 59 de la Ley de Impuesto a la Renta. Tampoco tratándose de arrendamiento contratado con empresas sin domicilio ni residencia en el país y siempre que los servicios sean utilizados en el extranjero (número 16, letra E del artículo 12, de la Ley)

Artículo 8 letra i: Estacionamiento.

“ARTICULO 8º.- El impuesto de este Título afecta a las ventas y servicios. Para estos efectos serán consideradas también como ventas y servicios, según corresponda: (...)

i) El estacionamiento de automóviles y otros vehículos en playas de estacionamiento u otros lugares destinados a dicho fin;”
Para determinar la tributación del servicio de estacionamiento, debemos distinguir diversas situaciones que se pueden presentar y tener en consideración la norma legal que lo afecta, así como los conceptos involucrados en su tratamiento.

De distintos pronunciamientos del Servicio y de la norma legal citada, resulta el siguiente análisis:

Debe tratarse de una playa de estacionamiento u otro lugar, pero este siempre ha de estar destinado al estacionamiento, para lo cual debe haberse acondicionado el lugar de forma tal que claramente se persiga la utilización del lugar para ese propósito.

Se entiende por “estacionar”, el acto de colocar un automóvil  con su motor detenido  en un lugar especialmente acondicionado para resguardar la permanencia del vehículo allí, por un tiempo determinado.

Sin embargo, la norma del IVA no limita la afectación a los vehículos motorizados como pudiera entenderse del concepto de estacionamiento, por el contrario, los vehículos motorizados son aludidos con la expresión “automóviles”. La norma  debe entenderse referida a todo tipo de vehículos, entendidos estos conforme a la definición contenida en el Diccionario de la Lengua Española que define la palabra “vehículo” como todo artefacto que sirve para transportar personas o cosas de una parte a otra.  Siendo así, los ingresos obtenidos por el estacionamiento de triciclos y carretones de mano en un determinado lugar habilitado para ello se encontraría afecto a IVA.( Oficio 2709 de 1999).

Con respecto al lugar en que se efectúe el estacionamiento, la norma, como dijimos, se refiere a playas de estacionamiento u otros lugares destinados a dicho fin, por lo que estos pueden ser espacios abiertos o cerrados y contar ó no con instalaciones especiales, lo importante es que el destino esté claramente determinado.

En este punto ha sido materia de diversos pronunciamientos el estacionamiento en la vía pública, para cuyo análisis se ha tenido presente que la vía pública es aquella calle, plaza, camino u otros sitio, por donde transita o circula el público, sea a pie o en vehículo. La calle, por su parte, ha sido definida como una vía en poblado, constituida por las aceras situadas a sus orillas y particularmente destinadas al tránsito de la gente que va a pie y la calzada que es la parte comprendida entre ambas aceras, que se destina a la circulación de los vehículos.

De esta manera, se sostuvo por mucho tiempo  que no puede entenderse que la vía pública se encuentre destinada, aunque sea en forma parcial, al estacionamiento de vehículos, lo que acarreaba como consecuencia que el estacionamiento en ella no estaba afecto, al menos si no existía una destinación del tipo que se señala en el párrafo siguiente.

En cambio, distinto sería el caso de aquellos lugares que han sido especialmente acondicionados por los municipios –obligados a velar por el bienestar de la comunidad- en calles u otras vías públicas, para servir al objetivo consultado, diseñando un desvío u otra forma de indicación de que el sitio ha sido adecuado para estacionar vehículos y provisto, por lo general, de parquímetros, señales que se ha considerado suficientes para entender que está destinado al objetivo requerido por la norma tributaria, para gravarlo con IVA. También se ha dicho al respecto que no basta la simple decisión municipal para que una vía pública se entienda tributariamente destinada al estacionamiento de vehículos; no es ése, como ya se ha dicho, el objeto natural con que se decidió construir la respectiva calle, plaza o camino; para dedicarla efectivamente al cuestionado fin es preciso –en el ámbito de aplicación del impuesto consultado- una real adecuación del lugar, que le otorgue la calidad de playa de estacionamiento u otro sitio similar. (Al respecto se pueden ver Oficios 2700 de 1998 y 1243 de 1999).

De esta forma, nos encontrábamos con la situación muy particular de que, de no concurrir mayores elementos, una calle en que se cobraba por el estacionamiento, pagaba IVA si existían parquímetros y no pagaba si sólo se cobraba con tarjetas.

Esta interpretación llevó al absurdo que las empresas del ramo efectuaran  el retiro de los parquímetros instalados en la vía pública, para reemplazar el sistema de control de valor y tiempo, por el de tarjetas, a fin de eximirse del impuesto al valor agregado.

Sin que dejen de tener valor las consideraciones anteriores, el Servicio modificó sutilmente sus interpretaciones  anteriores, en la parte que terminaba por excluir de la tributación al estacionamiento en la vía pública cobrado con tarjeta. En efecto, mediante oficio n° 1137 de 05 de abril de 2002, se indica que el destino de un lugar para servir de aparcamiento de vehículos, en el caso de un predio de dominio privado, lo determina el particular propietario o legítimo tenedor del mismo; y en el caso de los bienes nacionales de uso público, como calles, plazas, caminos, etc., corresponde a la autoridad competente tal determinación, así como para cualquier otro objeto lícito.

De esta manera, continúa el Oficio, si la Municipalidad u otra autoridad competente ha destinado parte de una calle o camino público al estacionamiento de vehículos, con el fin de prestar  - por si o por un tercero - dicho servicio a cambio de una remuneración o tarifa, indudablemente que tal prestación se encuentra gravada con el tributo, independientemente de la forma de cobro y pago de la remuneración establecida, es decir, sin que sea relevante el que la percepción o el pago se efectúen mediante un sistema mecánico, electrónico o manual, pues la norma que establece el hecho gravado no atiende a tales elementos para su configuración.

Este cambio de criterio ha sido resistido a nivel nacional por las empresas del área, encontrándose pendientes en la actualidad recursos de protección en contra del Servicio, el que a agosto de 2002 había sido rechazado por la Corte de Apelaciones de Santiago y se encontraba en apelación.

Por último, en esta materia se debe tener presente la situación de los estacionamientos en edificios de departamentos, materia respecto de la cual se ha resuelto que el cobro que se efectúa a los copropietarios y arrendatarios de un edificio, por la ocupación de un sector del terreno o bien común del inmueble, no se encuentra gravado con el impuesto al valor agregado, en atención, a que por una parte, el sector del edificio utilizado por los copropietarios y arrendatarios para estacionar sus vehículos, no constituye una playa de estacionamiento ni un lugar que este destinado a este fin susceptible de ser explotado como tal, por cuanto estos espacios están destinados a ser ocupados por los residentes del edificio, y por otra parte, el derecho al uso y goce de tales estacionamientos, deriva de un contrato principal, sea este de compraventa o arrendamiento de los departamentos ubicados en el referido edificio. (Oficio 66 de 1997).

Artículo 8 letra j:  Primas de seguros.

“ARTICULO 8º.- El impuesto de este Título afecta a las ventas y servicios. Para estos efectos serán consideradas también como ventas y servicios, según corresponda: (...)

j) Las primas de seguros de las cooperativas de servicios de seguros, sin perjuicio de las exenciones contenidas en el artículo 12;”
No entraremos al análisis de esta norma, basta con su lectura.

Digamos solamente que, como las cooperativas de servicios no se encuentran gravadas por sus operaciones entre cooperativa y cooperado (art. 5 del Regla​mento), el gravar sus primas como Hecho Gravado Especial de Ser​vicios, se quiso igualar su tratamiento tri​butario con el de las demás instituciones aseguradoras.

Artículo 8º letra k: Aportes y  otras operaciones respecto de inmuebles.

“ARTICULO 8º.- El impuesto de este Título afecta a las ventas y servicios. Para estos efectos serán consideradas también como ventas y servicios, según corresponda: (...)

k)
Los aportes y otras transferencias, retiros y ventas de establecimientos de comercio y otras universalidades, que comprendan o recaigan sobre bienes corporales inmuebles del giro de una empresa constructora,”
Se gravan los aportes, otras transferencias, retiros, ventas de establecimientos de comercio y otras universalidades que recaigan sobre bienes corporales inmuebles del giro de una empresa constructora.

Esta norma es equivalente a las otras letras que se refieren a los muebles y, en general, son aplicables los comentarios que hicimos respecto de ellas. 

La norma exige que el inmueble sea del giro de una empresa constructora, es decir, construido total o parcialmente para la venta, si el inmueble fue construido para el uso de la empresa y posteriormente se realiza con él algunos de los actos que señala la letra K, este acto no se encuentra gravado, pese a que conforme a las reglas generales la empresa ha tenido derecho a crédito fiscal por los impuestos soportados en la construcción, salvo lo que veremos en la letra “m)”.

Al igual que tratándose de los muebles, el aporte ha de ser con ocasión de la construcción, modificación o ampliación de una sociedad, no quedando afecto el caso de simples reorganizaciones sociales. Además, el aporte puede referirse a una cuota del dominio del inmueble o a derechos reales constituidos sobre él.

Respecto de los retiros, este debe ser efectuado por el dueño, socio, director o empleado de la empresa y tampoco se aplica el gravamen si sólo existe un cambio de destino interno del bien.

Artículo 8 letra l: Promesas de venta y los arrendamientos con opción de compra de inmuebles.

“ARTICULO 8º.- El impuesto de este Título afecta a las ventas y servicios. Para estos efectos serán consideradas también como ventas y servicios, según corresponda: (...)

l)  Las promesas de venta de bienes corporales inmuebles de propiedad de una empresa constructora de su giro y los contratos de arriendo con opción de compra que celebren estas empresas respecto de los inmuebles señalados y las comunidades por inmuebles construidos total o parcialmente por ellas. Para los efectos de la aplicación de esta ley, estos últimos contratos se asimilarán en todo a las promesas de venta.”
Exige la norma que cualquiera de estos contratos recaiga sobre inmuebles, que el inmueble sea de propiedad de una constructora y que éste sea de su giro.

También se aplica tratándose de comunidades que celebren este tipo de contratos, respecto de inmuebles construidos total o parcialmente por ellas.

En la parte final de esta letra, el leasing es asimilado a promesa de venta para todos los efectos legales, lo que tendrá importancia en materia de devengo del impuesto.

De esta forma el legislador contempló las restantes operaciones referidas a la actividad de la construcción. 

Crédito especial de empresas constructoras.

Según el Decreto Ley 910 de 1975, y conforme la modificación vigente a partir del 01/10/1987, las empresas constructoras gozan en ciertos casos de un crédito especial.

Esta norma se introdujo a objeto de evitar un impacto negativo a raíz de la incorporación del IVA al giro de la construcción, de esta forma, la empresa constructora teniendo derecho a crédito fiscal por las adquisiciones efectuadas para construir, además, tiene derecho a un crédito especial que se calcula sobre el impuesto que recarga al vendedor.

Este crédito beneficia a las empresas constructoras.

Opera sólo respecto de inmuebles construidos para la habitación.

Se aplica tratándose de contratos de construcción que no sean por administración.

El crédito asciende al 0.65 del débito del impuesto al valor agregado respectivo, es decir, al 65% del impuesto que recarga la empresa.

Este crédito debe registrarse en la factura correspondiente para tener derecho a él.

El crédito se imputa a pagos provisionales obligatorios de la ley de la Renta y si sobra, se imputa a cualquier otro impuesto de retención o recargo que deba ser pagado en la misma fecha y, si aún queda un remanente, se entiende que es un pago provisional voluntario que eventualmente puede ser recuperado por el contribuyente, según los mecanismos de la Ley de la Renta. 

Artículo 8 letra m: Ventas de bienes que no son del giro y que han otorgado derecho a crédito fiscal al momento de su adquisición, fabricación o construcción.

“ARTICULO 8º.- El impuesto de este Título afecta a las ventas y servicios. Para estos efectos serán consideradas también como ventas y servicios, según corresponda: (...)

La venta de bienes corporales muebles que realicen las empresas antes de que haya terminado su vida útil normal, de conformidad a lo dispuesto en el N° 5 del artículo 31 de la Ley de la Renta o que hayan transcurrido cuatro años contados desde su primera adquisición y no formen parte del activo realizable efectuada por contribuyentes que, por estar sujetos a las normas de este Título, han tenido derecho a crédito fiscal por la adquisición, fabricación o construcción de dichos bienes. La venta de bienes corporales inmuebles o de establecimientos de comercio, sin perjuicio del impuesto que afecte a los bienes de su giro, sólo se considerará comprendida en esta letra cuando ella se efectúe antes de doce meses contados desde su adquisición, inicio de actividades o construcción según corresponda.”

Con el objeto de evitar maniobras que se habían tornado habituales, en que algunas empresas adquirían, fabricaban o construían bienes supuestamente para darle un uso dentro de la empresa, por lo que según las reglas generales tenía derecho a crédito fiscal por el IVA soportado en su adquisición, y posteriormente se efectuaba la venta de estos bienes, la que, por no ser del giro, no estaba gravada, perdiéndose el impuesto correspondiente. 

De esta forma, el legislador estableció un nuevo hecho gravado, incorporando una letra “m)” al Artículo 8º, mediante la Ley nº 19.398 (D.O 04/08/1995), materia que fue regulada en la circular 41 del 27 de Octubre de 1995.

Con esta modificación, la venta de bienes corporales muebles o inmuebles que efectúe un contribuyente del IVA se encuentra afecta al gravamen, aunque los bienes vendidos no hayan sido incorporados al activo realizable de ese vendedor, si la venta se hace antes de transcurrido un periodo que señala la Ley, siempre que con motivo de ésta el vendedor tuvo derecho al uso del crédito fiscal equivalente al impuesto soportado al adquirirla, fabricarla o construirla. Lo mismo en el caso de que un bien corporal mueble que se vende, haya sido directamente fabricado por el vendedor, no con ánimo de transferirlo sino para el uso de la empresa. Igual cosa sucede si un bien corporal inmueble que se vende ha sido construido no para venderlo, sino para incorporarlo a su activo fijo. 

El bien vendido mueble o inmueble no precisa pues, ahora, haber sido considerado en el activo realizable del vendedor, o pertenecer a su giro, como lo requieren las reglas generales, para quedar gravado con el Impuesto al Valor Agregado en su venta efectuada antes de transcurrido el plazo legal contado desde su adquisición, fabricación o construcción.

Con esta norma se hace excepción a la regla general en materia de venta, en cuanto ésta es gravada sólo si es habitual o, dicho de otra forma, en los casos a que se refiere la norma se presume la habitualidad (de derecho).

Mediante la Ley N° 19.738, de 19 de junio de 2001, se modificó la letra m) del artículo 8° dando un trato diferenciado a la venta de bienes muebles respecto de los inmuebles para los efectos de configurar el hecho gravado especial que se contiene en esta letra. Esta modificación se encuentra explicada e interpretada en la circular 84 de 14 de noviembre de 2001.

Conforme a la normativa actualmente vigente, podemos decir que el hecho gravado especial de la letra “m)” en comento, ha quedado de la siguiente forma:

A.- Bienes muebles.

La venta de bienes corporales muebles, que no formen parte del activo realizable, que efectúe un contribuyente del IVA se encuentra afecta al gravamen, si la venta se hace antes de que haya terminado su vida útil normal, de conformidad a lo dispuesto en el N° 5 del artículo 31 de la Ley de la Renta o antes de que hayan transcurrido cuatro años contados desde su primera adquisición, y siempre que ella sea realizada por contribuyentes que, por estar sujetos a las normas de este Título, han tenido derecho a crédito fiscal por la adquisición, fabricación o construcción de dichos bienes.

Vida útil normal.

El artículo 31 N° 5 de la Ley de la Renta dispone en lo pertinente:

“Artículo 31º.- La renta líquida de las personas referidas en el artículo anterior se determinará ...:

...Especialmente procederá la deducción de los siguientes gastos, en cuanto se relacionen con el giro del negocio:

5º.- Una cuota anual de depreciación por los bienes físicos del activo inmovilizado a contar de su utilización en la empresa, calculada sobre el valor neto de los bienes a la fecha del balance respectivo, una vez efectuada la revalorización obligatoria que dispone el artículo 41º. 

El porcentaje o cuota correspondiente al período de depreciación dirá relación con los años de vida útil que mediante normas generales fije la Dirección y operará sobre el valor neto total del bien. (...).”

En virtud de lo anterior, el Servicio ha dictado las Circulares N°s 132, de 1975; 63, de 1990; y 21, de 1991 en las cuales se establece la vida útil de las diversas categorías de bienes, esto es, aquel lapso necesario para que un bien sea depreciado en forma normal.

Así las cosas, la venta de bienes corporales muebles que haga un contribuyente del IVA antes que haya terminado su vida útil normal, de conformidad a lo dispuesto en el N° 5 del artículo 31 de la Ley de la Renta constituye hecho gravado con el impuesto al valor agregado, aun cuando esas especies no hayan formado parte de su activo realizable, en tanto su adquisición, fabricación o construcción le hayan permitido acceder al crédito fiscal y siempre que no hubieren transcurrido más de 4 años entre la fecha de la primera adquisición y la de la venta.
También se afecta con IVA cuando no habiéndose terminado su vida útil normal, la venta se hace antes de transcurridos cuatro años contados desde la primera adquisición de la especie.

Por “primera adquisición” se entiende  aquella que es efectuada por el primer adquirente o importador de la especie, o por el fabricante de la misma, por lo que el plazo de cuatro años se cuenta desde la fecha en que la especie es registrada en la contabilidad si se trata del fabricante, o desde la fecha de la factura respectiva o desde la fecha en que se consumó legalmente la importación, según corresponda.

Si la especie es vendida antes del transcurso del plazo de cuatro años, sin haberse terminado su vida útil normal, contado desde la fecha de su adquisición o fabricación, el vendedor deberá afectar dicha venta con el impuesto al valor agregado, ahora bien, como para el segundo adquirente es indispensable conocer el tiempo transcurrido desde la primera adquisición del bien, para acreditar la exención de su compra o de una eventual venta que efectúe posteriormente, si éstas proceden, cada contribuyente que venda un bien corporal mueble que no forme parte de su activo realizable, deberá indicar en la factura que emita, la fecha de adquisición de dicho bien. 

En consecuencia, de la actual redacción del artículo 8° letra m, se considera como hecho gravado especial, para los efectos de la aplicación del impuesto al valor agregado, la venta de bienes corporales muebles, que no formen parte del activo realizable, que realicen las empresas antes de que haya terminado su vida útil normal, de conformidad a lo dispuesto en el N° 5 del artículo 31 de la Ley de la Renta o que hayan transcurrido cuatro años contados desde su primera adquisición y que, por estar sujetos a las normas de este Título, han dado derecho a crédito fiscal por su adquisición, fabricación o construcción.

En otras palabras, la venta de un bien mueble que no forme parte del activo realizable de una empresa, nunca se afectará con IVA, si ella se verifica después de haberse terminado los años de vida útil normal o  de haber transcurrido cuatro años contados desde su adquisición o fabricación, lo que ocurra primero.

Bienes inmuebles.

Según lo dispone el actual artículo 8° letra m) del D.L. N° 825, la venta de bienes corporales inmuebles o de establecimientos de comercio, sin perjuicio del impuesto que afecte a los bienes de su giro, sólo se considerará comprendida en esta letra cuando ella se efectúe antes de doce meses contados desde su adquisición, inicio de actividades o construcción según corresponda.

Por lo expuesto, la situación de la venta de bienes corporales inmuebles que no formen parte del activo realizable de la empresa, no ha sufrido alteraciones, por lo que los bienes cuya venta queda afecta a este hecho gravado especial, deben ser todos aquellos adquiridos  o construidos, que por regla general no constituya su venta un hecho gravado común por no ser del giro del negocio, siempre que tal transferencia se realice antes de los doce meses y se haya tenido derecho a recuperar los impuestos soportados como crédito fiscal.

Ahora bien, tratándose de inmuebles destinados, por el contribuyente a la habitación de sus trabajadores y considerando que, en ese caso, sólo se recupera como crédito fiscal, una parte del IVA soportado en la adquisición o construcción del inmueble de acuerdo a lo dispuesto en el No. 6 del artículo 23 del Decreto Ley No. 825, de 1974, la transferencia posterior sólo puede quedar gravada con la misma modalidad y proporción que se recuperó el crédito fiscal. Ello por cuanto el artículo 21 del Decreto Ley No. 910, de 1975, establece una franquicia, consistente en un crédito especial, por concepto de Impuesto al Valor Agregado, franquicia cuyo efecto no fue modificado.

Tratándose de las ventas de inmuebles, deberá considerarse igualmente que debe deducirse el valor del terreno de la base imponible del impuesto, de acuerdo con las normas del artículo 17 de la Ley. Ahora bien, en caso de una segunda venta de un inmueble dentro del plazo de doce meses, se deberá deducir el valor del terreno aplicado en la primera venta, reajustado de acuerdo a la variación del Indice de Precios al Consumidor entre el mes anterior al de la adquisición y el mes anterior al de la venta

La fecha de registro en la contabilidad - según la documentación legal respectiva - que debe coincidir con la de adquisición, por compra o importación, del bien que se vende, marcará pues, el comienzo del recuento del plazo de doce meses, antes de transcurrido el cual la venta de ese bien constituye hecho gravado con el Impuesto al Valor Agregado.

En el evento de que el bien corporal inmueble que se venda haya sido construido por el mismo vendedor, para el uso de la empresa, el plazo se comenzará a contar desde la fecha del último desembolso que sea imputable al costo del bien respectivo.

En cuanto a la forma en que deben considerarse los meses, cabe hacer presente que, como el Impuesto al Valor Agregado tiene por período para los efectos de su determinación, el mes calendario, deberá estarse para la aplicación de este hecho gravado especial, a los meses calendarios que medien entre el de la adquisición y aquél en que se produzca la venta. Así, por ejemplo, si un inmueble se ha adquirido con fecha 15 de enero de un año, su posterior transferencia estará afecta, si ésta se efectúa antes del mes de enero del año siguiente, puesto que a esa fecha se cumplirían 12 meses calendario completos.
HECHOS GRAVADOS EXENTOS, DEVENGO, BASE IMPONIBLE Y TASA DEL IMPUESTO

HECHO NO GRAVADO O EXCLUIDO

El legislador ha precisado las condiciones que deben producirse para que nazca la obligación tributaría en el Impuesto a las ventas y servicios, lo que pudimos comprobar en las unidades anteriores.  Los hechos gravados básicos tanto de ventas como de servicios reúnen requisitos que deben aparecer en forma copulativa en una acción para que se produzcan los previstos en la Ley. Si algunos de esos requisitos no se cumplen o no aparecen en la acción nos encontramos frente a un hecho no gravado o un hecho excluido, es decir. si no están presentes todos los requisitos, tal hecho no estará gravado, precisamente, por no presentarse a su respecto los supuestos legales para la ocurrencia del hecho gravado.

HECHO GRAVADO EXENTO

Las exenciones tributarías constituyen limitaciones al ámbito de aplicación del impuesto, ya que en virtud de las disposiciones que se establecen, el gravamen no se aplica a bienes o convenciones que de otro modo deberían tributar por reunir los requisitos del hecho gravado. A diferencia del hecho no gravado, acá se dan los requisitos legales, pero el legislador decide no gravarlo.

Una de las principales ventajas que presenta el IVA frente a otras formas de imposición radica en su carácter "neutro", esto es "que al llegar los productos al consumo presenten todos una carga fiscal homogénea, con independencia de las fases de producción por las que hayan pasado, o lo que es lo mismo, del grado mayor o menor de integración vertical de sus productores" 

Tal neutralidad se obtiene a través del mecanismo de deducción de los impuestos soportados por el contribuyente (C.F.), que elimina el efecto piramidal propio de los impuestos en cascada.  Sin embargo, la existencia de exenciones, en especial cuando ellas no se encuentran establecidas en la etapa final de la cadena, altera la incidencia de la carga atentando contra este principio y produciendo efectos distorsionadores.

Hemos visto que el impuesto al valor agregado ingresa en arcas fiscales a través de cuotas que se devengan en las distintas fases del proceso de producción y comercialización del bien; ha podido observarse además que tal recaudación no configura un enriquecimiento para el Fisco sino hasta consumarse la última etapa (consumidor final), dado que las sumas ingresadas precedentemente, en la medida en que configuran un crédito para el que las soporta, convierte al Fisco en deudor de éste.

La mecánica descrita permite entonces sostener que si se exonera del impuesto alguna de las fases, manteniendo el contribuyente el derecho a la deducción de los impuestos soportados, el Fisco pierde el total ingresado hasta ese momento.  Si la exención se encuentra establecida a nivel de consumidor final no existirá en definitiva recaudación alguna respecto de toda la cadena.

A objeto de evitar la perdida al Fisco, prácticamente todas las legislaciones optan por la privación del derecho a Crédito Fiscal cuando los bienes o servicios se destinan a operaciones exentas o no gravadas. 

Es precisamente la pérdida del derecho a recuperar los impuestos soportados la que atenta contra la neutralidad del tributo, al no tener crédito, el impuesto se incorpora al costo del producto. No se contemplan mecanismos de ajuste como el llamado tipo "cero" de la legislación comparada que permitan hacer frente a los efectos distorsionadores, esto significa considerar la operación exenta como "gravada" con tasa 0%, manteniendo el sujeto pasivo el derecho a deducir los impuestos soportados. (Como la contemplada en el art. 16 letra h).

Los efectos perturbadores de la exención son distintos según la fase en que ella se sitúe.  Así, si el desgravamen se produce en la etapa inicial, la recaudación total no se altera, al recuperarse el impuesto en la fase siguiente.  

Si la exención se establece en alguna de las fases intermedias, el sujeto exento privado del derecho a deducir los impuestos soportados lo traslada a su adquirente vía costo, en cuyo caso se produce el efecto piramidación, afectando el impuesto que se devengue en las fases posteriores no exentas.

Por último, si la exención se establece a nivel de consumidor final, éste sólo queda exonerado del IVA que corresponde al valor agregado en dicha etapa. Sin embargo, si el vendedor exento calcula su margen de comercialización como un porcentaje aplicado sobre el costo incluido en éste el IVA irrecuperable, la exención puede llegar a desaparecer.

EXENCIONES CONTEMPLADAS EN EL DECRETO LEY 825

Dichas exenciones se encuentran expuestas en el artículo 12º del D.L.825, que se refiere a las de carácter Real, y en el 13, que presenta las exenciones de tipo Personal.

Al referirse el art. 12 a las "ventas y demás operaciones." incluye los demás actos o convenciones que el art.8  equipara a venta.

EXENCIONES REALES Art. 12 

A.- Ventas exentas

Ejemplo:

1. Vehículos motorizados usados...

2. Especies transferidas como regalía a los trabajadores... Las regalías son ciertos beneficios de orden material que recibe el trabajador de parte de su empleador o patrón.  Pueden consistir en alimentos, luz, uso de combustibles, etc., y que son apreciables en dinero para fines previsionales y tributarios.  La ley las considera  retiros afectos, quedando liberadas solamente aquellas que reúnan los requisitos del art. 23 del Reglamento: 1) Que consten en un contrato colectivo de trabajo, acta de avenimiento o que se fijen como comunes a todos los trabajadores de una empresa y 2) Que el valor de mercado de las especies entregadas no exceda de una U.T.M. por cada trabajador, en cada período tributario. Aquellas regalías que se excedan, sólo quedarán exentas hasta el monto de la mencionada unidad tributaria y el exceso quedará gravado.

B. Importaciones de especies efectuadas por:

Ejemplo:

El Ministerio de Defensa Nacional y otras. Las representaciones de naciones extranjeras acreditadas en el país y otras. Los pasajeros, cuando ellas constituyan equipajes de viajeros, compuesto de efectos nuevos o usados, siempre que estas especie estén exentas de derechos aduaneros.

C. Las especies que se internen

Ejemplo:

Por los pasajeros o personas visitantes para su propio uso durante su estada en Chile, y siempre que se trate de efectos personales y vehículos para su movilización en el país.

D. Exportaciones

Ejemplo:

Se encuentran exentas las especies exportadas en su venta al exterior.  Es decir, de productos en general. Exportador aquel que abre un registro de exportación en el Banco Central y queda obligado a presentar al referido Banco para la visación correspondiente, la documentación comprobatoria de la exportación.

Exportación: Es el envío legal de mercancías nacionales o nacionalizadas para su uso y consumo en el exterior.

E. Remuneraciones exentas

Ejemplo:

1. Entrada a ciertos espectáculos, como artísticos, científicos y otros auspiciados por el ministerio de educación. A beneficio de ciertas instituciones de beneficencia. Espectáculos circenses con artistas nacionales.

2. Fletes y pasajes internacionales sean marítimos, fluviales, aéreos, etc.  La norma deja exenta del Impuesto al Valor agregado al transporte de carga hacia o desde Chile: Cualquiera sea la condición jurídica o nacional de la empresa. Cualquiera sea el lugar que se pague o perciba el flete.

Asimismo, exime del I.V.A. los pasajes internacionales desde el exterior a Chile y viceversa, cualquiera sea el medio de movilización que se utilice.

La exención alcanza también a los fletes que se hagan dentro del territorio nacional, para hacer llegar a su destino final las mercancías que provienen del extranjero por vía marítima o aérea, y siempre que la internación o nacionalización de las especies se produzca en el puerto o aeropuerto de destino final.

3. Primas de seguro:

4. Los siguientes ingresos:

Ingresos no renta del artículo 17º de la LIR. 

Ingresos segunda categoría del artículo  42 y 48 de la LIR. 

Pagos al exterior afectos a impuesto adicional por art. 59 de la ley de la renta.

Etc.

5. Servicios prestados al exterior calificados como exportación por la aduana. (Al respecto, por resolución N° 3192, del Servicio Nacional de Aduanas actualizada y refundida por resolución N° 4293/89 y 927/91, donde se estableció normas para la calificación como exportación de los servicios prestados al exterior.)

6. Empresas hoteleras por ingresos en moneda extranjera de turistas extranjeros.

Empresas hoteleras son aquellos establecimientos en que se preste, comercialmente, el servicio de alojamiento turístico por un período no inferior a una pernoctación, en la medida en que tales establecimientos cumplan con todas y cada una de las características y condiciones que establecen los artículos 2° y 4° del D.S. N° 227 de 1987, del Ministerio de Economía, por lo cual quedan comprendidos dentro de este concepto y por lo tanto exentos del impuesto al valor agregado, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 12 letra E, N° 17, aquellos establecimientos que cumpliendo los requisitos reseñados prestan servicios similares a los de los hoteles, tales como aquellos denominados moteles, apart-hoteles, hosterías y hostales.

Luego, los servicios favorecidos con la exención son todos aquellos que por lo común prestan dichos establecimientos a sus pasajeros, en ese caso extranjeros, vale decir, alojamiento, servicio de comidas y bebidas, lavandería, teléfono, etc.

Se debe acreditar además la calidad de turista extranjero con el pasaporte o documento que reemplace al pasaporte o cédula de identidad del país extranjero, acompañado del visado de Policía Internacional de Chile, en que conste el ingreso de la persona extranjera al país en calidad de turista.

El pago debe recibirse en moneda extranjera.  Si hacen uso de tarjeta de crédito el pago de ésta debe ser en moneda extranjera.

EXENCIONES PERSONALES  Art. 13 

1.- Empresas radioemisoras y canales de televisión por los ingresos de su giro.  La exención del I.V.A. alcanza a los ingresos que perciban las empresas radioemisoras por su actividad de radiodifusión, entendiéndose por tal la explotación del canal radial que se le ha concedido a una empresa radiodifusora, explotación que comprende solamente las transmisiones de espacios con salida al aire.

En cambio, los ingresos que perciba por los avisos y propaganda de cualquier especie, se encuentran gravados.

Resulta de interés conocer el pronunciamiento del Servicio en materia de televisión por cable, contenido en  Circular 16 de 15 de marzo de 1996, que dispone lo siguiente:

De conformidad con lo establecido en el Artículo 2, No. 2, del Decreto Ley No. 825, de 1974, en relación con lo dispuesto en el No. 3 del Artículo 20 de la Ley de la Renta, la actividad  de las empresas de televisión se encuentra gravada con ese tributo al Valor Agregado. Sin embargo, la norma del No. 1 del Artículo 13, declara exentos del IVA a los ingresos que perciban, dentro de su giro, los concesionarios de canales de televisión. En tal sentido, el Servicio fue de la opinión que los prestadores del servicio de Televisión por cable se hallaban beneficiados con la señalada liberación de IVA, en la medida en que la autoridad competente -a la época el Consejo Nacional de Televisón-, le hubiese otorgado a cada uno de ellos una concesión para explotar el medio televisivo de cable para prestar este servicio.

Reformada a la Ley Orgánica del Consejo Nacional de Televisión,  se concluyó que las personas que deseen prestar el servicio limitado de transmisión de televisión por cable, deben obtener un simple permiso y no una concesión de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, el que se otorga por Resolución, de acuerdo con lo establecido en el inciso primero del Artículo 9 de la Ley 18.838, General de Telecomunicaciones, según modificación que le fuera introducida por el número 2 del Artículo 47 de la Ley 18.838 -Orgánica del Consejo Nacional de Televisión- sustituido, a su vez, en su texto, por disposición del numeral 34 del Artículo Unico de la Ley 19.131.

Por lo tanto, las personas autorizadas a prestar ese servicio limitado de transmisión de televisión por cable tienen actualmente la calidad de "permisionarios" de la explotación de ese servicio y no la de "concesionarios" de la misma, calidad que antes de la modificación debían obtener del Consejo Nacional de Televisión. En consecuencia, y considerando que es condición para que opere la norma liberatoria en comento el que el operador de la actividad tenga la calidad de concesionario, no puede sino concluirse que las empresas de televisión por cable no se encuentran amparadas por la exención del IVA que, para los consecionarios de canales de televisión, dispone el Artículo 13, No. 1, del Decreto Ley No. 825, de 1974.

2.- Agencias noticiosas por los servicios informativos. Debe entenderse por Agencia Noticiosa aquellas empresas de información, nacionales o extranjeras, que desarrollan sus actividades en territorio nacional, que tienen sus propias fuentes de información y que distribuyan su material noticioso en el país o en el extranjero.  La exención alcanza sólo a la venta de servicios informativos.  Quedan gravados los ingresos por avisos o propaganda comercial de cualquier especie.

3.- Las empresas Navieras, Aéreas, Ferroviarias; de Movilización urbana, interurbana, interprovincial y rural.

La exención favorece sólo al transporte de pasajeros.  En esto se incluyen la movilización de alumnos, trabajadores, hijos de trabajadores a salas cunas, turistas.  Todo lo anterior debe ser realizado por empresas de transporte.

4.- Establecimientos de educación.  Se comprende dentro del concepto de establecimientos de educación todos aquellos institutos, cualquiera sea su forma jurídica, cuyo objeto social sea la de impartir capacitación técnico-profesional, limitado sólo a su actividad docente propiamente tal.  Se infiere por tanto que, si se prestan otros servicios o se efectúan ventas en dicho establecimiento, los ingresos que se perciban por esos conceptos no se encuentran amparados por la exención. 

5.- Hospitales dependientes del estado o de universidades.  Sólo por ingresos de su giro.

6.- Las siguientes instituciones: S. S. S; S.N.S; Casa de moneda por confección de cospeles, billetes y otras especies; Servicio de correos y telégrafos, salvo por servicio de télex.

7.- Las instituciones que reemplacen a S.S.S., S.M.N.E. O S.N.S., como es el caso de las  Isapres  y FONASA.  En prestaciones de Isapres, la exención se aplica sólo hasta aranceles FONASA según niveles. 

8.- Polla chilena de beneficencia y Loteria de concepción por remuneraciones que paguen por servicios u otras prestaciones.  Estas remuneraciones pueden ser: intereses, primas, comisiones u otras formas de remuneraciones que se pague a personas naturales o jurídicas por servicios relacionados con juegos de lotería.

ALGUNAS EXENCIONES EN OTROS CUERPOS LEGALES

Además de las exenciones contenidas en el propio D.L. 825, existen otras específicamente señaladas en cuerpos legales distintos, algunas de las cuales se enumerarán a modo de ejemplo y se contienen en los correspondientes tratados, leyes o convenios internacionales:

1.- Tratado de paz y amistad y comercio de 1904.  Exención que favorece al transporte de carga entre Chile y Bolivia.

2.- Exención que favorece a la O.N.U.

3.- Exención que favorece a los habitantes de Isla de Pascua

4.- Ventas y servicios que se realicen en Zonas Francas de Iquique y Punta Arenas

5.- ASMAR Y FAMAE

6.- Observatorios Cerro Tololo, La Silla, E.S.O., A.U.R.A

7.- Contratos de operación petrolera

8.- Contratos de Operación para la explotación, exploración y beneficio de materiales atómicos naturales.

9.- Franquicia a Zona Preferencial creada en la XII Región. (Ley 18.392)

DEVENGO DEL IMPUESTO

 
Es el hecho o conjunto de hechos que según la ley hacen nacer la obligación tributaria. Este concepto es diferente de la exigibilidad del impuesto, es decir, el momento en que existe la obligación de pagarlo y exigirlo respectivamente.

ARTICULO 9º.- El impuesto establecido en este Título se devengará:

a)
En las ventas de bienes corporales muebles y prestaciones de servicios, en la fecha de emisión de la factura o boleta. En la venta de bienes corporales muebles, en caso que la entrega de las especies sea anterior a dicha fecha o bien, cuando por la naturaleza del acto que da origen a la transferencia no se emitan dichos documentos, el impuesto se devengará en la fecha de la entrega real o simbólica de las especies. En las prestaciones de servicios, si no se hubieren emitido facturas o boletas, según corresponda, o no correspondiere emitirlas, el tributo se devengará en la fecha en que la remuneración se perciba o se ponga, en cualquier forma, a disposición del prestador del servicio.


Conforme al artículo 9 de la Ley y 15 del Reglamento, debemos efectuar la siguiente distinción:

1.-) Ventas.-


El devengo se produce  al momento de emitirse la correspondiente factura o boleta o al momento de la entrega real o simbólica del bien, según lo que ocurra primero.

2.-) Servicio.-


El devengo se produce en el momento de emitirse la factura o boleta,  o en el momento en que se percibe la remuneración o se pone de cualquier forma a disposición del prestador de servicios, según lo que ocurra primero.



La ley vincula el devengo al momento en que se emite la factura o boleta, lo que se regula en el Artículo 52 y siguientes. Se establece la obligación de emitir estos documentos respecto de personas que realizan hechos gravados con el IVA. Deben emitirse facturas siempre que se realicen operaciones con otros vendedores, importadores o prestadores de servicios y siempre tratándose de una venta o promesa de venta de inmueble afecta a IVA (Artículo 53 letra a).



Si la persona con quien se realiza la operación tiene derecho a crédito por el impuesto que se le recarga debe emitirsele factura, ya que este documento le servirá para invocar el crédito fiscal y, también, en todo caso, por expresa disposición legal si se tratara de ventas o promesas de venta de inmuebles o de los contratos del artículo 8 letra e).



La boleta debe emitirse en los demás casos, es decir, cuando el adquirente o beneficiario no tiene derecho a crédito fiscal por el impuesto recargado. Además, debe emitirse diariamente una boleta por el total de las ventas efectuadas por montos inferiores al establecido como mínimo para emitir boletas, hoy $180, cuyo original y copia debe conservarse y registrarse en la contabilidad del día.



Estos documentos deben ser previamente timbrados por el SII y, además, deben cumplir con los requisitos que señala el reglamento en su Artículo 69 (Destaca, entre otros requisitos, el que las facturas son emitidas en triplicado, contienen la individualización del contribuyente y las personas con quien se realiza la operación, un detalle de las mercaderías o servicios de que se trate e indicar el monto del impuesto recargado en forma separada del valor de operación. Las boletas se emiten en duplicado, la copia se entrega al cliente y el valor del impuesto va incluido en el valor total de la operación. En el Artículo 71 bis, le entrega a la Dirección del Servicio el establecer otros requisitos específicos.)

 

En cuanto al momento en que deben emitirse los documentos, lo que determina el devengo del impuesto, el Artículo 55 del D.L. 825 dispone que:

 

Las facturas, tratándose de ventas, deben emitirse al momento de la entrega real o simbólica; respecto de los servicios, debe emitirse en el mismo periodo tributario en que la remuneración se perciba o se ponga de cualquier forma disposición del prestador de servicios.



Tratándose de los contratos de confección e instalación de especialidades y de los generales de construcción, la factura debe emitirse en el momento que se perciba el pago del precio o parte de él, sin embargo, tratándose de venta de inmuebles gravados, la factura definitiva por el total o el saldo según corresponda, debe emitirse al momento de la entrega real o simbólica del inmueble o a la fecha de la suscripción de la escritura de venta si ésta fuere anterior, es decir, tratándose de inmuebles se produce el devengo cada vez que haya flujo de dinero, alterándose la regla sólo respecto de ventas, en que será contra flujo de dinero, pero al momento de la entrega o suscripción de la escritura debe emitirse factura  respecto del total del precio o del saldo por pagar en caso que se hubiesen producido anticipos.



La ley contempla una situación excepcional en que se permite la postergación de emisión de facturas, esto ocurre tratándose de ventas, no de servicios y consiste en que el contribuyente posterga la emisión hasta el quinto día posterior al término del periodo en que se realizó la operación, los primeros cinco días del mes siguiente al de la entrega, en todo caso, la factura deberá tener la fecha del periodo de la operación.



En caso de haber postergación, el contribuyente debe emitir una guía de despacho, la que debe contener los requisitos legales y reglamentarios y la factura posterior correspondiente a esta operación deberá hacer referencia al número y fecha de la guía de despacho. En este caso el devengo se habrá producido  al momento de la entrega.



Las boletas, tratándose de ventas, deben emitirse al momento de la entrega real o simbólica y, tratándose de servicios, en el momento en que la remuneración se perciba o se ponga de cualquier forma a disposición del prestador del servicio, no en el mismo periodo como ocurre en el caso de las facturas.

 

Recordemos que, además de la guía de despacho (caso de postergación), el inciso final del Artículo 55 contempla la obligación de vendedores y prestadores de servicios de emitir una guía de despacho siempre que trasladen mercaderías que no importen venta. 



Algunos pronunciamientos relacionados con esta materia son los siguientes:

Oficio Nº 1.936, del 23.07.1998  no existe obligación de facturar los anticipos de dinero, en aquellas convenciones en que se pacta la entrega de las especies a futuro. No obstante, en el evento de llegar a facturarse dicho anticipo de dinero antes de la entrega de los bienes, en ese momento se produciría el devengo del impuesto al valor agregado por el monto del anticipo, debiendo recargarse dicho tributo en el referido documento.

 Oficio Nº 2578 de 1983. En los casos en que la remuneración sea pagada anticipadamente a los prestadores de servicios, de acuerdo con los artículos 9 y 56 del D.L. 825, el IVA se devenga al momento en que se pague el servicio. No se requiere  la prestación previa del mismo  servicio para que  sea obligatorio documentarlo.( Si el servicio no se concreta, el contribuyente puede pedir la devolución de los impuestos pagados indebidamente, ya que no ha existido el supuesto básico que es la concurrencia de un hecho gravado.)

Oficio  Nº 1585 de 1979 En caso de venta de un bosque en pie el impuesto se devenga a  la fecha del contrato, porque ahí se efectúa una entrega simbólica, al poner a disposición del adquirente el bosque.

SITUACIONES ESPECIALES  DE DEVENGO



El Artículo 9 contempla en las letras b y siguientes una serie de normas especiales de devengo.

b) En las importaciones, al momento de consumarse legalmente la importación o tramitarse totalmente la importación condicional. Las Aduanas no autorizarán el retiro de los bienes del recinto aduanero sin que se le acredite previamente la cancelación del respectivo tributo, salvo en el caso de las importaciones con cobertura diferida a que se refiere el inciso cuarto del artículo 64. Las especies que ingresen al país acogidas a regímenes aduaneros especiales causarán, al momento de quedar a la libre disposición de sus dueños, el impuesto que corresponda por la diferencia de base imponible que se produzca, salvo en el caso de las importaciones a que se refiere la letra B del artículo 12º;
 

En la letra b, se refiere a las importaciones donde por regla general el devengo se produce una vez concluida la importación, es decir, una vez que se han pagado los derechos aduaneros y las mercaderías están a libre disposición del importador; si las mercaderías de que se trata no pagan derechos aduaneros, una vez que ha terminado la tramitación de la importación y está legalizada la declaración de importación. Además, se refiere la norma al caso de importaciones condicionales, al respecto, digamos que el  IVA en las importaciones se aplica sobre el valor aduanero de las mercaderías más los derechos de aduana que se causen producto de la importación. Puede ocurrir que se haya efectuado una importación en que por disposición legal no deban pagarse los derechos aduaneros o no deban pagarse en parte, pero sin que las mercaderías queden a libre disposición, encontrándose solamente internadas; si posteriormente se desea enajenar las mercaderías por el propietario, debe solicitarse su liberalización a la Dirección de aduanas  o esperar que se cumplan las condiciones legales para enajenarlas, por ejemplo, transcurso del tiempo.  Si al momento de liberar las mercaderías, se condiciona al pago de los derechos de aduana o a la parte que no se hubiese pagado, se va a producir la necesidad de determinar el impuesto correspondiente a estos derechos que debe pagar el importador. El devengo aquí se produce al tramitarse totalmente la importación y respecto de los distintos impuestos, que surgió a raíz del pago de los derechos aduaneros.

c) En los retiros de mercaderías previstos en la letra d) del artículo 8º, en el momento del retiro del bien respectivo;



La letra c se refiere a retiros, indicando que se produce en el momento mismo del retiro, lo que también indica el artículo 20 del Reglamento.

d) Cuando se trate de intereses o reajustes pactados por los saldos a cobrar, a medida que el monto de dichos intereses o reajustes sean exigibles o a la fecha de su percepción, si ésta fuere anterior. El impuesto que afecte a los mencionados intereses o reajustes se declarará y pagará en conformidad a las normas señaladas en el artículo 64º;



La letra d) se refiere a los intereses por saldo de precio de operaciones afectas a IVA, aquí el devengo se produce contra la exigibilidad de los intereses, es decir, cuando vence la cuota que los contiene, a menos que se perciban antes. 

e) En las prestaciones de servicios periódicos, al término de cada período fijado para el pago del precio, si la fecha de este período antecediere a la de los hechos señalados en la letra a) del presente artículo.
Sin embargo, tratándose de los suministros y servicios domiciliarios periódicos mensuales de gas de combustible, energía eléctrica, telefónicos y de agua potable, el impuesto se devengará al término de cada período fijado para el pago del precio, independiente del hecho de su cancelación.

También se aplicará lo dispuesto en el inciso anterior a los servicios periódicos mensuales de alcantarillado, siempre que éstos, por disposición legal o reglamentaria, usen el procedimiento de cobranza establecido para los suministros y servicios domiciliarios referidos.


La letra e) se refiere a servicios periódicos, aquellos que se prestan regular, permanente o continuamente, ya sea en el domicilio del prestador o del beneficiario. Ejemplo: servicios de aseo, vigilancia, etc. Aquí el devengo se produce al término del periodo fijado para el pago; si el pago se produce antes, el devengo se produce a la fecha del pago.



En el inciso 2º hay una regla especial respecto de suministros y servicios periódicos domiciliarios mensuales de gas, electricidad, teléfono y agua, incluyéndose también alcantarillado si cumple con los requisitos del inciso 3º; aquí el devengo también se produce al término de cada periodo fijado para el pago del precio, pero con prescindencia del hecho de su cancelación, es decir, si el beneficiario del servicio está en mora, de todas formas se ha producido el devengo al término del periodo fijado parta el pago y la empresa prestadora de servicios está obligada al impuesto.

f)
En los contratos referidos en la letra e) del artículo 8º y en las ventas o promesas de venta de bienes corporales inmuebles, en el momento de emitirse la o las facturas.


La letra f se refiere a la construcción, se produce el devengo al momento de la emisión de la factura, la que se emite contra flujo de dinero, haciendo excepción la venta, en que la factura definitiva por el total o el saldo del precio debe emitirse a la entrega o suscripción de la escritura.

LA BASE IMPONIBLE



Artículos 15 - 16 - 17.



ARTICULO 15º.- Para los efectos de este impuesto, la base imponible de las ventas o servicios estará constituida, salvo disposición en contrario de la presente ley, por el valor de las operaciones respectivas, debiendo adicionarse a dicho valor, si no estuvieren comprendidos en él, los siguientes rubros:


1º.- El monto de los reajustes, intereses y gastos de financiamiento de la operación a plazo, incluyendo los intereses moratorios, que se hubieren hecho exigibles o percibidos anticipadamente en el período tributario. En todo caso deberá excluirse el monto de los reajustes de valores que ya pagaron el impuesto de este Título, en la parte que corresponda a la variación de la unidad de fomento determinada por el período respectivo de la operación a plazo; 


2º.- El valor de los envases y de los depósitos constituidos por los compradores para garantizar su devolución.


El Servicio de Impuestos Internos, sin embargo, podrá autorizar en casos calificados la exclusión de tales depósitos del valor de venta e impuesto, y


3º.- El monto de los impuestos, salvo el de este Título.


Los rubros señalados en los números precedentes se entenderán com​prendidos en el valor de la venta o del servicio prestado aun cuando se facturen o contabilicen en forma separada, y se presumirá que están afectos al impuesto de este Título, salvo que se demuestre fehacientemente, a juicio exclusivo del Servicio de Impuestos Internos, que dichos rubros corresponden o acceden a operaciones exentas o no gravadas con este tributo.


No formarán parte de la base imponible el impuesto de este Título, los de los Párrafos 1º, 3º y 4º del Título III, el establecido en el Decreto Ley Nº 826, de 1974, sobre impuesto a los Alcoholes y Bebidas Alcohólicas, y aquellos que se fijen en virtud de la facultad contenida en el artículo 48, sobre impuestos específicos a los combustibles, que graven la misma operación.



Según el Artículo 15 y en concordancia con el artículo primero que dice gravar las ventas y servicios, la base imponible está constituida por el valor de las operaciones respectivas, es decir, en las ventas es el precio de venta y en los servicios la remuneración respectiva.

 

Es importante que respecto a los servicios, constituye base imponible la totalidad de las remuneraciones que se cobre, incluyendo repuestos, piezas y, además, gastos en que se haya incurrido por el prestador de servicios, ya que se grava la remuneración bruta y no la utilidad que pueda obtener el prestador, incluso puede haber pérdida en los servicios prestados y de todas formas hay base imponible sobre la que se debe calcular el impuesto.

 

Una cuestión debatida y que se resuelve en cada caso es la posibilidad de descontar de la base imponible los gastos reembolsables, aquellos que son pagados por cuenta del mandante o quien encargue el servicio y son independientes del servicio en sí y que el mandante se compromete a reembolsar al prestador. En la medida que sea efectivamente un gasto reembolsable podrá ser descontado, no así si se trata de una mayor remuneración estipulada en la forma de gasto reembolsable, por ejemplo, persona que encarga un transporte de carga, devuelve al transportista las sumas por concepto de peaje, esto se estima que es una mayor remuneración que debe incluirse en la base imponible, por el contrario, se estimó reembolsable en una situación especial, el pago que hace el beneficiario de un servicio al prestador del servicio por un informe técnico o contrato de un tercero, en el cual el gasto había sido contratado y contabilizado en forma separada del servicio en cuestión.



ADICIONES A LA BASE IMPONIBLE



 Según el Artículo 15 a la base imponible deben adicionarse algunos conceptos que la complementan:

 

Artículo 15 Nº1, se refiere a reajustes, intereses, gastos de financiamiento, intereses moratorios de las operaciones a plazo, pero deben excluírse el monto de los reajustes de valores que ya pagaron el impuesto, en la parte que corresponde a la variación de la unidad de fomento.



Artículo 27 del reglamento precisa estos conceptos y es importante el nº3 en que se ejemplifica actos de financiamiento, como intereses pagados al banco, gastos de notaría, etc.



Artículo 15 nº2, debe adicionarse a la base imponible el valor de envases y depósitos constituídos por los compradores para garantizar su devolución.



Artículo 28 del reglamento se refiere a la materia, expresando que el Servicio puede autorizar que se excluya de la base imponible el valor de envases y depósitos, para lo cual debe tener en cuenta el giro de la empresa, habitualidad en la constitución de depósitos, simplicidad para el movimiento contable y control del tributo. Se han dictado distintas resoluciones que autorizan a las empresas para excluir el valor de los envases, por ejemplo, gas licuado.



Artículo 28 del reglamento excluye los envases de ciertas actividades, refiriéndose a envases que empleen en su giro ordinario las empresas de fabricación de cervezas, jugos, agua mineral, etc.



Artículo 15 nº3, ordena agregar a la base imponible el monto de otros impuestos que graven la operación, salvo el IVA.

SITUACIONES ESPECIALES DE  BASE IMPONIBLE
En el artículo 16 se contempla situaciones especiales respecto a la base imponible, en las cuales se ha precisado o dado reglas especiales para la determinación del monto sobre el cual debe aplicarse la tasa del impuesto.

a.- En las importaciones, el valor aduanero de los bienes que se internen o, en su defecto, el valor CIF de los mismos bienes. En todo caso, formarán parte de la base imponible los gravámenes aduaneros que se causen en la misma importación.

Para determinar el impuesto que afecta la operación establecida en el inciso segundo de la letra a) del artículo 8°, se considerará la misma base imponible de las importaciones menos la depreciación por uso. Dicha depreciación ascenderá a un diez por ciento por cada año completo transcurrido entre el 1° de enero del año del modelo y el momento en que se pague el impuesto, salvo que en el valor aduanero ya se hubiese considerado rebaja por uso, caso en el cual sólo procederá depreciación por los años no tomados en cuenta;

La letra a se refiere a la base imponible en las importaciones; constituida por el valor aduanero o, en su defecto, por el valor CIF (Costo seguro y flete) de las mercaderías más los derechos aduaneros que se causen en la importación.

b) En los casos contemplados en la letra d) del artículo 8º, el valor que el propio contribuyente tenga asignado a los bienes o sobre el valor que tuvieren los mismos en plaza, si este último fuere superior, según lo determine el Servicio de Impuestos Internos, a su juicio exclusivo;



La letra b se refiere a los retiros; la base imponible aquí es el valor que el contribuyente le asigna a las mercaderías (valor en vitrina), sin perjuicio, de que el Servicio puede determinar el valor en plaza, si éste es superior.

c) En los contratos a que se refiere la letra e) del artículo 8º, el valor total del contrato incluyendo los materiales.

En los contratos de construcción de obras de uso público cuyo precio se pague con la concesión temporal de la explotación de la obra - sea que la construcción la efectúe el concesionario original, el concesionario por cesión o un tercero -, el costo total de la construcción de la obra, considerando todas las partidas y desembolsos que digan relación a la construcción de ella, tales como mano de obra, materiales, utilización de servicios, gastos financieros y subcontratación por administración o suma alzada de la construcción de la totalidad o parte de la obra. En el caso de que la construcción la efectúe el concesionario por cesión, la base imponible estará constituida por aquella parte del costo en que efectivamente hubiere incurrido el concesionario, sin considerar el costo facturado por el cedente, en la fecha de la cesión respectiva;



La letra c se refiere a los contratos de construcción; debe incluirse en el precio el valor de los materiales, esto en la medida que el contrato incluya la compra de materiales por el constructor.



La materia del inciso segundo se trata conjuntamente con la letra h.

d) En el caso contemplado en la letra f) del artículo 8º, el valor de los bienes corporales muebles comprendidos en la venta, sin que sea admisible deducir de dicho valor el monto de las deudas que puedan afectar a tales bienes.

Si la venta de las universalidades a que se refiere el inciso anterior se hiciere por suma alzada, el Servicio de Impuestos Internos tasará, para los efectos de este impuesto, el valor de los diferentes bienes corporales muebles del giro del vendedor comprendidos en la venta.

Lo dispuesto en el inciso anterior será aplicable, asimismo, respecto de todas aquellas convenciones en que los interesados no asignaren un valor determinado a los bienes corporales muebles que enajenen o el fijado fuere notoriamente inferior al corriente en plaza;


La letra d se refiere a la venta de universalidades, la base imponible es el valor de los bienes corporales muebles del giro, estableciendo la facultad del Servicio de tasar estos bienes corporales en caso de que la venta se haga por suma alzada. Aquí se contempla una regla general en cuanto a la facultad del Servicio para tasar la base imponible, si en el contrato respectivo no se asignó valor a los bienes o si éstos tienen un valor inferior al corriente en plaza.

e) Respecto de las prestaciones de servicios y los productos vendidos o transferidos en hoteles, residenciales, hosterías, casas de pensión, restaurantes, clubes sociales, fuentes de soda, salones de té y café, bares, tabernas, cantinas, boites, cabarets, discotheques, drive-in y otros negocios similares, el valor total de las ventas, servicios y demás prestaciones que se efectúen. 

Sin embargo, el impuesto no se aplicará al valor de la propina que por disposición de la ley deba recargarse en los precios de los bienes transferidos y servicios prestados en estos establecimientos;



La letra e, en este tipo de servicios se incluye en conjunto el valor de los servicios y las transferencias.

f) Tratándose de peluquerías y salones de belleza no formará parte de la base imponible el porcentaje adicional establecido en el artículo 6º de la Ley Nº 9.613, de 7 de julio de 1950, y sus modificaciones posteriores, y



La Letra f, da una norma especial respecto a las peluquerías.

g) La base imponible de las operaciones señaladas en la letra k) del artículo 8º, se determinará de acuerdo con las normas que este artículo y del artículo 15.



La letra g se refiere a los aportes, retiros, venta de establecimientos de comercio y otras universalidades que recaigan sobre inmuebles, se aplican las reglas de los Artículos 15 y 16, ejemplo : retiros de inmuebles, será el valor que el contribuyente le asigne, salvo que el Servicio determine uno superior en base al corriente en plaza.

h) Tratándose de los servicios de conservación, reparación y explotación de una obra de uso público prestados por el concesionario de ésta y cuyo precio se pague con la concesión temporal de la explotación de dicha obra, la base imponible estará constituida por los ingresos mensuales totales de explotación de la concesión, deducidas las cantidades que deban imputarse, en la proporción que se determine en el decreto o contrato que otorgue la concesión al pago de la construcción de la obra respectiva. La parte facturada que no sea base imponible del impuesto, no será considerada operación exenta o no gravada para los efectos de la recuperación del crédito fiscal.

En el caso de que dichos servicios de conservación, reparación y explotación sean prestados por el concesionario por cesión, la base imponible estará constituida por los ingresos mensuales de explotación de la concesión de la obra, deducidas las cantidades que deban imputarse a la amortización de la adquisición de la concesión en la proporción establecida en el decreto o contrato que otorgó la concesión. Si la cesión se hubiere efectuado antes del término de la construcción de la obra respectiva, la base imponible será equivalente a los ingresos mensuales obtenidos por la explotación de la concesión, deducidas las cantidades que deban imputarse a la construcción de la obra y al valor de adquisición de la concesión, según la misma proporción señalada anteriormente.



Por último, esta letra se refiere a la determinación de la base en los contratos de conservación, reparación y explotación de obras de uso público, prestados por concesionarios que se pagan con la concesión temporal de la explotación de la obra; en el inciso segundo se pone en la situación de la cesión de la concesión.

La circular 44 de 02 de agosto de 1996 se refirió a esta normativa incorporada por la Ley 19.460 de 1996, al igual que el inciso segundo de la letra c de este artículo, en los siguientes términos: 

La innovación sustantiva dice relación con que este régimen es aplicable al concesionario sea que éste haya construido, en todo o parte, la obra, o bien, que ésta haya sido construida íntegramente por un tercero, aplicándose el Impuesto al Valor Agregado, en consecuencia, a la transferencia de la obra al Fisco, aún cuando ésta no haya sido construida por el concesionario. Lo anterior significa que en el caso que el concesionario decida encargar el total de la obra a un tercero, la base imponible del contrato que celebró con la autoridad concedente, estará representada por el total cobrado por el tercero contratista, menos el IVA que éste hubiere recargado al concesionario.

Por su parte, si la obra hubiere sido terminada de construir por un cesionario de la concesión, la base imponible se formará con el costo en que efectivamente hubiere incurrido el cesionario, sin considerar el costo facturado por el cedente. 

a.- Situación del inciso segundo de la letra c), contratos de construcción de obras de uso público cuyo precio se pague con la concesión temporal de la explotación de la obra, la base imponible del IVA que grave ese precio ha de constituirse no como en el caso de los contratos de construcción de cualquier inmueble -a que se refiere el primer inciso de esa misma letra c) del artículo 16, que se conforma con el valor convenido de tal contrato- sino con el valor de costo de la obra que diga relación con la construcción de ella, esto es, aquel que comprenda la mano de obra; el valor de adquisición de los bienes corporales muebles utilizados como materiales, así como el costo de adquisición de aquellos con que se equipe y alhaje el inmueble de acuerdo con el contrato; de los servicios utilizados; gastos de financiamiento y subcontratación de la construcción del total, o parte, del inmueble.

Esta fijación de la base imponible del tributo -que es válida tanto si la construcción es ejecutada por el concesionario original, como si lo es por aquel a quien éste haya cedido sus derechos en el contrato, o por un tercero que haya sido elegido por la autoridad concedente para sustituir al concesionario original- y que alcanza sólo al valor de costo enunciado, sin considerar utilidades, tiene por principio rector la idea de que toda la utilidad será obtenida por el concesionario en la medida en que, una vez terminado y entregado a la autoridad concedente el inmueble que se le ha encomendado construir por suma alzada, lo explote ejercitando la concesión que le ha sido otorgada, como pago del precio de la construcción del inmueble y de los servicios, incluidos en el contrato, de conservación, reparación y explotación del mismo -todos gravados con IVA en conformidad con lo dispuesto en el artículo 8, letra e, en relación con los respectivos porcentajes que se fijen en la convención o el decreto para prorratear la imputación a los totales recaudados por concepto de peaje, derechos, tarifas, rentas de arrendamiento de locales, etc., según corresponda.

En cuanto a las subcontrataciones cuyo valor de costo debe integrar la base imponible del IVA, la nueva disposición puntualiza que pueden realizarse por administración o suma alzada, esto es aportando, o no, respectivamente, el concesionario, materiales a la construcción que encomienda a los subcontratistas.

Por su parte, si el concesionario ha subcontratado con un tercero, la construcción de la totalidad de la obra, la base imponible del contrato celebrado entre el concesionario y la autoridad concedente, estará constituida por el total cobrado por el tercero contratista, menos el IVA que éste hubiera recargado al concesionario.

Finalmente la norma se refiere a que si la construcción la realiza el concesionario por cesión, la base imponible del IVA que grava su precio estará constituida por aquella parte del valor de costo de esa construcción que efectivamente haya debido soportar como concesionario por cesión, sin considerar el costo ya facturado por el concesionario original, a la fecha de la cesión.

b.-  Letra h) del artículo 16, especifica que tratándose de los servicios de conservación, reparación y explotación de inmuebles que sean bienes de uso público, cuyo precio se pague con la concesión temporal del derecho a explotarlos, constituye base imponible del IVA el total de los ingresos obtenidos por ese concepto, una vez descontada la cantidad que resulte de aplicar el porcentaje de ese total que, según el contrato o decreto de otorgamiento de la concesión, deba imputarse al pago del precio de la construcción del bien, deducidos los eventuales subsidios pagados por el Fisco en la etapa de construcción de la obra.

Por otra parte, este pago parcial que debe imputarse al precio de la construcción a que se refiere la disposición en estudio, no se encuentra gravado con IVA, por haberse pagado el impuesto correspondiente al total o al saldo adeudado por el Fisco, según la factura de venta del inmueble, que habrá debido emitir el concesionario en cada estado de avance o al entregar a la autoridad concedente el bien construido, en conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 55 del Decreto Ley No. 825, de 1974, al iniciar la explotación concedida.

La última frase del inciso primero de la nueva letra h) introducida al artículo 16, aclara que la inclusión de parte del precio de la construcción de la obra sin IVA, en la facturación de la conservación y reparación del mismo (con IVA) no significa que el concesionario debe proporcionalizar el crédito fiscal del impuesto que pueda imputar en el período, como lo exige en forma general en determinados casos el artículo 23 del DL No. 825, de 1974.

La norma comentada determina en su inciso segundo que si los servicios de mantenimiento, reparación y explotación son prestados por el concesionario por cesión, la base imponible del IVA que grava su precio estará constituida por los ingresos mensuales obtenidos por concepto de la explotación de la concesión, una vez deducidas las cantidades que deban imputarse a la amortización del valor de adquisición de la concesión, en la proporción contratada o decretada al otorgarse la concesión.

Agrega que si la cesión se hubiera realizado antes de terminarse la construcción del inmueble, la base imponible será equivalente a los ingresos mensuales provenientes de su explotación, luego de rebajarse las sumas que hayan de ser imputadas al precio del costo de construcción de la obra y a la amortización del valor de adquisición de la concesión, según la proporción contratada o decretada al otorgarse ésta.

Cabe señalar que el precio del contrato, y por consiguiente la base imponible del impuesto al valor agregado, está constituido por el total de los ingresos que contemple la concesión, como ser, los peajes y en algunos casos otras cantidades que se cobren por el concesionario, según la naturaleza de la explotación, como por ejemplo, por pasajeros embarcados, por la explotación de un terminal de carga, etc.



NORMAS ESPECIALES  SOBRE INMUEBLES



A.- Rebaja del valor del inmueble en los arriendos: El Artículo 17 inciso 1º establece la posibilidad de descontar de la base imponible del arriendo de inmuebles gravados, el valor que corresponde al arriendo del inmueble propiamente tal, permitiéndo que en definitiva sólo pague impuesto el arriendo de muebles o instalaciones respectivas.



Sólo se refiere al arrendamiento, es decir, el descuento lo puede hacer el propietario no siendo admisible la deducción en el caso del subarriendo.



Se permite descontar tratándose de inmuebles amoblados, con instalaciones o maquinarias y el arriendo de un establecimiento de comercio que incluya un bien raíz. La cantidad a deducir del valor de la renta, suma sobre la cual se aplica el impuesto, es equivalente al 11% anual del avalúo fiscal o proporcional si el arriendo es parcial o por periodos distintos de un año.



Según el Artículo 33 del reglamento, el avalúo fiscal al que se refiere es el vigente a la fecha en que deba pagarse la renta según el contrato.



B.- Rebaja del valor del terreno en las ventas y promesas de venta de inmuebles: En los incisos siguientes del Artículo 17 se contemplan una serie de normas que permiten deducir de la base imponible de las ventas o promesas de ventas de inmuebles afectos el valor del terreno, normas que se contemplan con el objeto de que, en definitiva, sólo quede afectada la actividad de la construcción y no se grave la venta del terreno.

 

a.-  Lo 1º que hay que hacer según el Artículo 17 es actualizar el valor del terreno a objeto de determinar su valor de adquisición, para ello debe reajustarse el valor de adquisición según la variación del IPC, entre el mes anterior al de su adquisición y el mes anterior a la fecha del contrato respectivo.

 

b.-  Luego, se dan las distintas alternativas para descontar de la base este valor, debiendo distinguir si entre la fecha de la adquisición y la del contrato de venta o promesa de venta han transcurrido más de tres años.

 

b-1.- Si ha precedido menos de tres años, se descuenta el valor del terreno actualizado, pero con un tope, se puede descontar sólo hasta el doble del avalúo fiscal del terreno.

 

Sin embargo, el contribuyente puede pedir al Servicio que descuente el valor efectivo de adquisición y el Servicio lo puede autorizar por resolución fundada, teniendo en cuenta el valor de los terrenos de ubicación y características similares al momento de su adquisición.

 

Además, si en la tasación del bien no se hubiesen considerado construcciones u otras situaciones especiales, que según el contribuyente eleven el valor de la tasación, puede solicitar que se practique una nueva tasación, pero deben excluirse las construcciones que le hayan dado derecho a crédito fiscal.



b-2.-  Si han transcurrido más de tres años, se puede descontar el valor del terreno actualizado sin tope. 

 

b-3.- Rebajar solamente avalúo fiscal. También se contempla la posibilidad de que el contribuyente descuente sólo el valor del avalúo fiscal. Esto será conveniente en aquellos casos en que el valor del terreno resulte irrelevante comparado con el valor de la construcción y se desee efectuar la rebaja rápidamente sin exponerse a fiscalizaciones en la materia..

 

b-4.- Facultad de tasar del Servicio. Por último, la norma contempla la posibilidad de que el Servicio, en virtud de la facultad del Artículo 64 del Código, proceda a tasar la base imponible asignándole un nuevo valor al terreno o construcciones, cuando el valor del terreno sea superior al corriente en plaza o el valor de las construcciones sea notoriamente inferior a las de igual naturaleza, considerando el costo y otras construcciones similares.

TASA DEL IMPUESTO



Artículo 14. A la base imponible determinada corresponde la aplicación de la tasa porcentual del impuesto, que según el Artículo 14 es de un 18% . Así quedó fijado por la Ley  19.532 de 17.11.97 con vigencia a partir de primero de enero de 1998.

DETERMINACION DEL IMPUESTO A PAGAR

Para que se cumpla con el objetivo planteado en el cuerpo legal, de gravar cada etapa en términos tales de que sólo se grave el valor agregado en cada una de ellas y además para que el fisco pueda cumplir con la recaudación en cada una de esas etapas, se ha contemplado un mecanismo en el cual intervienen los conceptos de Débito Fiscal y Crédito Fiscal.
DEBITO FISCAL

De acuerdo al artículo 20 de la ley, constituye débito fiscal mensual la suma de los impuestos recargados en las ventas y servicios efectuados en el período tributario respectivo.  La misma definición se reitera en el artículo 35 del Reglamento de la Ley del I.V.A.

El débito fiscal no constituye el impuesto a pagar, puesto que de el debe deducirse el crédito fiscal cuando corresponda.

Los elementos del Débito Fiscal son, por lo tanto, la base imponible y la tasa.

DETERMINACIÓN DEL DÉBITO FISCAL

De acuerdo al artículo 35º del Reglamento del I.V.A. y circular Nº 134 de 1975, los contribuyentes para determinar el débito fiscal mensual deben hacerlo con arreglo a las siguientes normas:

a).- Personas obligadas a emitir facturas: Sumando el total de los impuestos recargados separadamente en las ventas afectas realizadas en el período tributario respectivo.

b).- Personas obligadas a emitir boletas: Sumando el total de las ventas del período tributario aplicando a dicho total la operación aritmética que corresponda para determinar el impuesto incluido en los precios o valores de transferencia de los bienes o prestaciones de servicios.

c).- Personas que emitan facturas y boletas simultáneamente: Deben aplicar las normas enunciadas precedentemente para cada modalidad, según corresponda.

De esta forma, el Débito Fiscal estará conformado por la suma de los impuestos recargados en las ventas y servicios efectuadas en cada mes, contenidas en Facturas, Boletas y Notas de débito.

Cuando por error se hubiere facturado un mayor débito fiscal procede declarar todo el impuesto. Ello sin perjuicio de regularizar tal situación emitiendo nota de crédito.

Para calcular el débito fiscal de las boletas, debido a que el impuesto está incorporado en el precio, se utilizan los siguientes métodos: 

Método a base de un factor fijo

Consiste en determinar un factor que multiplicado por el total de las ventas con impuesto incluido arroje el monto del impuesto.  Este factor se calcula dividiendo la tasa de 18% por $118. En este caso resulta el factor 0,15254237, el que multiplicado por $ 118. arroja un total de $ 18.

Método a través de la base imponible

Consiste en dividir el total de ventas y/o servicios con impuesto incluido, por 1,18 con lo que se obtiene la base imponible.  Al aplicar la tasa del 18% sobre esta base imponible se determina el monto del impuesto.

AGREGADOS AL DEBITO FISCAL (Art. 57 del IVA y 36 del Reglamento)

El Débito fiscal mensual determinado basándose en las facturas y boletas de ventas, deberá aumentarse con aquellas partidas respecto de las cuales el vendedor haya emitido notas de débito dentro del mismo período.

Las notas de débito dan cuenta de un aumento del débito fiscal para su emisor y pueden corresponder a:

1.- Diferencias de precio.

2.- Intereses reajustes, diferencias de cambio y gastos de financiamiento de operaciones a plazo.

3.- Intereses moratorias.

4.- Diferencias por facturación indebida de un débito fiscal inferior al que corresponda.

DEDUCCIONES AL DEBITO FISCAL

De acuerdo a lo indicado en el artículo 37 del Reglamento del I.V.A. del débito fiscal mensual determinado, los vendedores y/o prestadores de servicios deducirán los tributos correspondientes a los siguientes conceptos y en cada caso debe emitirse una Nota de Crédito, documento que da cuenta de una disminución del débito para el emisor y de la correspondiente disminución del crédito del receptor del documento:

1.- Bonificaciones y descuentos sobre operaciones afectas, otorgadas a los compradores y/o beneficiarios del servicio con posterioridad a la facturación, sea, que dichas bonificaciones o descuentos correspondan a convenciones gravadas del mismo o anteriores períodos tributarios,

2.- Las sumas restituidas a los adquirentes por concepto de bienes devueltos por éstos, siempre que correspondan a operaciones gravadas y la devolución de las especies se hubiere producido por resolución, resciliación, nulidad u otra causa y siempre que no hayan transcurrido más de tres meses entre la entrega y la devolución de las especies que hayan sido objeto del contrato, salvo que la venta haya quedado sin efecto por sentencia judicial. (Artículo 70 de la Ley).

3.- Las cantidades devueltas a los compradores por los depósitos constituidos por éstos para garantizar la devolución de los envases, cuando el servicio no haya hecho uso de la facultad de excluirlos de la base imponible.

4.- Sumas a favor de los adquirentes provenientes de facturación indebida de un débito fiscal superior al que corresponda según la ley, siempre y cuando este error se subsane dentro del mismo período en que la facturación indebida se efectuó.

5.- Cantidades restituidas al comprador cuando una venta o promesa de venta de bienes corporales inmuebles, gravada con I.V.A., quede sin efecto por resolución, resciliación, nulidad u otra causa. Se considera el plazo de tres meses, de acuerdo al artículo 70 de la ley, pero se cuenta desde la fecha en que se produzca la resolución o desde la fecha de la escritura pública de resciliación y, en el caso que la venta o promesa de venta quede sin efecto por sentencia judicial, desde la fecha en que ésta se encuentre ejecutoriada.

Respecto de las ventas con boletas o vale de máquina registradora que queden sin efecto por resciliación, nulidad u otra causa, y siempre que no hayan transcurrido más de tres meses entre la entrega y la devolución de las especies, el I.V.A. correspondiente a ella puede deducirse del Débito Fiscal del mes en que ello ocurra, siempre y cuando tratándose de boletas en el respaldo del documento original se haya consignado la fecha, el nombre completo, dirección, número de carnet, R.U.T. y la firma de la persona compradora que deja sin efecto la venta, adjuntándose el original de la boleta a la copia que se encuentra en el talonario.  Tratándose de vales de máquina registradora, debe emitirse una nota de crédito, en la que se deje constancia, además de los datos que se requieren para las boletas, del Nº, fecha y monto del vale otorgado inicialmente, así como también del número y ubicación de la máquina registradora respectiva.  El original del vale de máquina debe adjuntarse al duplicado de la nota de crédito.

En resumen las deducciones al débito Fiscal, deben materializarse a través de:

Notas de crédito emitidas por bonificaciones y descuentos otorgados

Notas de crédito emitidas por devoluciones de venta y/o servicios resciliados, solo si ello ha ocurrido dentro de tres meses.

Notas de crédito emitidas por devolución de envases por parte de los compradores.

Crédito Fiscal


Como seña la profesora Emilfork en su obra ya citada, considerado desde el punto de vista funcional, el crédito fiscal es el mecanismo que permite, en las legislaciones que acogen el sistema de deducción de impuesto en impuesto, acceder a la noción de valor agregado. En consecuencia, en aquellos casos en que se utilice el método de deducción de base en base, el crédito fiscal no tiene razón de existir. En un enfoque económico, el crédito fiscal es la vía que permite materializar  el objeto impositivo del impuesto esto es,  incidir al consumidor final. Desde un punto de vista jurídico, el crédito fiscal es el derecho que tienen los sujetos  pasivos para, previo el cumplimiento de los requisitos legales,  compensar y, subsidiariamente obtener el reembolso de los impuestos  soportados  en la importación, adquisición de bienes o utilización de servicios.

Enfrentados a la tentación de incluir el crédito fiscal en alguna de las clasificaciones civiles de los derechos, creemos que el crédito fiscal, en cuanto es un derecho, debiera corresponder a una categoría jurídica propia que considere las características particulares que esta institución presenta y que no pueden encuadrarse en la concepción recogida del derecho común.

Recordemos que, en la compleja estructura jurídica del IVA. el valor agregado aparece como la base imponible que se desea afectar con el tributo; sin embargo, hemos visto también que la verdadera base imponible, es el valor total de la operación; el valor agregado constituye sólo la vía que posibilita una recaudación fraccionada no acumulativa. De manera que, considerada esta función en términos económicos, el crédito fiscal permite concretar un impuesto monofásico a través de una estructura de recaudación plurifásica; sin embargo, a fin de evitar el efecto acumulativo propio de esta alternativa,  la fracción del impuesto que  será ingresada en arcas fiscales se calcula sobre el valor agregado en cada una de las etapas o fases; valor al cual se accede mediante la relación crédito-débito.


Es precisamente por la existencia del crédito que se logra la finalidad económica del impuesto; esto es,  incidir en definitiva al consumidor final y que el tributo no afecte patrimonialmente a los agentes intermedios del proceso de producción y comercialización.

REQUISITOS DEL CREDITO FISCAL


Para tener derecho al crédito fiscal, en términos generales, el contribuyente debe acreditar que el impuesto se encuentra recargado separadamente en las facturas que acrediten sus adquisiciones o la utilización de servicios; la contabilización oportuna de dichos documentos en el libro de compras que el contribuyente está obligado a llevar conforme a la ley y al reglamento; que los bienes, servicios y gastos generales guardan relación con el giro; que los bienes adquiridos o servicios utilizados se han destinado a operaciones afectas al tributo y la utilización oportuna del crédito fiscal.

(Debe advertirse que la la norma introducida en el inciso primero del artículo 23 del D.L. N° 825, de 1974, por el número 1 de la letra b) del artículo 5° de la Ley N° 19.738, que establecía que  para que proceda el derecho a hacer uso del crédito fiscal, el contribuyente debía pagar una fracción del precio o remuneración a lo menos equivalente al monto del impuesto que grave la operación respectiva, independientemente del plazo o condición de pago convenida con el vendedor o prestador del servicio, fue suspendida desde el 1° de Julio del año 2001 hasta el 31 de Diciembre del  año 2002, en virtud de lo dispuesto por el artículo 6° de la Ley N° 19.747, publicada en el Diario Oficial de 28 de Julio de 2001. Posteriormente esta norma fue derogada en esta misma parte por la Ley  19840 de 23 de 11 de 2002, por lo que nunca fue aplicada.

 
Asimismo, cabe señalar que las disposiciones que reconocen el derecho a hacer uso del crédito fiscal, en cuanto lo refieren a los impuestos soportados por las adquisiciones efectuadas y los servicios utilizados, suponen la existencia real de la operación, esto es, contemplan la exigencia implícita de que las operaciones de que dan cuenta las facturas corresponden efectivamente a una entrega de bienes o a la prestación de un servicio.

Las consideraciones anteriores nos conducen a  señalar que el ejercicio del crédito fiscal está sometido al cumplimiento de requisitos de forma y de  fondo cuyo cumplimiento es ineludible y que analizaremos de la siguiente manera:.

I.- REQUISITOS DE FORMA


a.- La documentación.


b.- Registro contable.


c.- Utilización oportuna.

II.- REQUISITOS DE FONDO

a.- La relación con el giro.

b.- Afectación a hechos gravados.

c.- Que no se encuentre negado el derecho.

III.- REQUISITO IMPLICITO

Existencia de la operación.

I.- Requisitos de Forma

El ejercicio del crédito fiscal supone el cumplimiento de exigencias de carácter formal que  están destinadas, fundamentalmente, a acreditar la existencia del derecho. Ellas son: 

a) La documentación.

La factura, el comprobante de ingreso tratándose de importaciones y las notas de débito recibidas por el contribuyente son los únicos documentos que habilitan para el ejercicio del derecho.(En verdad debiéramos agregar otros documentos excepcionales, esto es, Facturas de compras, emitidas en cumplimiento de resoluciones por cambio de sujeto; Solicitud Registro Factura, documento utilizado en transacciones en Zona Franca y Notas de Débito emitidas por Síndico de Quiebras).
Conforme al art 25, el documento es requisito para invocar el crédito fiscal; de ahí que la factura debe existir al momento en que el contribuyente presenta la  declaración en la cual deduce los impuestos que a través de ella le han sido trasladados. 

El extravío posterior del documento no altera la legitimidad de la deducción; sólo genera un problema de prueba susceptible de solucionarse por cualquier medio (normalmente será a través de alguna de las copias) que permita acreditar que el impuesto le había sido recargado al contribuyente, al momento de hacer uso del derecho, en la respectiva factura. 

b) Registro contable.


Por disposición expresa del artículo 25, al invocarse el derecho, debe haberse cumplido con el registro de la documentación que lo acredita  en el libro de compras que el contribuyente está obligado a llevar conforme al artículo 59. Si se ha registrado  las operaciones  en algún libro de contabilidad que no sea el señalado, no se habrá cumplido el requisito.


 La jurisprudencia judicial ha aceptado la procedencia del crédito fiscal respecto de facturas que, en razón de haberse extraviado el original, no pudieron registrarse en el libro de compras, considerando que el reclamante acreditó los fundamentos de su petición, conforme al art 21 del Código Tributario.

c) La utilización oportuna del crédito fiscal.


El período en el cual debe ejercitarse el derecho es la fecha del documento. Así por ejemplo, los impuestos soportados en la documentación fechada en Marzo, constituirá crédito fiscal contra el débito declarado en el mismo período.

Ante los problemas por retrasos en la recepción de las facturas, el legislador contempla en el art. 24 la posibilidad de ejercitar el derecho en los dos períodos tributarios siguientes, limitada esta excepción sólo a la causal referida, esto es, retraso en la recepción.


Desde julio de 1997, conforme la Ley 19.506, se permite utilizar el crédito de facturas recibidas oportunamente, pero que se registran con retraso, con igual limitación, dentro de los dos periodos siguientes.

Si el plazo está vencido, en general el Servicio reconoce al contribuyente el derecho a solicitar y obtener la devolución del tributo a que equivale ese crédito fiscal, siempre que el impuesto lo haya enterado efectivamente en Tesorería como consecuencia de no haber declarado en su oportunidad, la del art. 24 del DL 825, el cuestionado crédito. Dicha devolución debe ser solicitada  aplicando el procedimiento del art 126 del Código Tributario; en consecuencia, el contribuyente debe rectificar la declaración en que, por error propio omitió declarar el crédito que consta en la factura recibida o registrada con retraso y rectificar, en su caso, las declaraciones siguientes hasta el pago efectivo.


En cuanto al plazo para presentar la solicitud, según lo dispuesto en el art. 126, debe procederse dentro del plazo de tres años, contado desde el acto o hecho que le sirve de fundamento, en la especie, desde el momento en que se produzca efectivamente tal pago excesivo. 

II.- Requisitos de fondo del crédito fiscal.

a)- La relación con el giro.

Es  de la esencia del sistema el hecho de  que el impuesto, cuya deducción se pretende, deba haber sido soportado por exigencias o necesidades de la empresa. Cada uno de los participantes en el circuito económico paga el impuesto sobre las operaciones que efectúa en el marco de su explotación, pero deduce el impuesto que le ha sido facturado con motivo de las transacciones efectuadas por las necesidades de su explotación. De esta forma el impuesto sólo afecta el valor que el interesado agrega al producto en cuestión. Es normal entonces, que la deducción sea limitada al impuesto que haya gravado los bienes o servicios afectados a la explotación.

Un problema  se presenta cuando se trata de determinar si los bienes o servicios adquiridos deben guardar relación “directa” con el giro. 


En primer lugar, el art. 23. dispone que los contribuyentes afectos al pago del tributo de este Título tendrán derecho a un crédito fiscal contra el débito fiscal determinado...


1º.- Dicho crédito será equivalente al impuesto de este Título recargado en las facturas que acrediten sus adquisiciones o la utilización de servicios, o, en el caso de las importaciones, el pagado por la importación de las especies al territorio nacional respecto del mismo período. Por consiguiente, dará derecho a crédito el impuesto soportado o pagado en las operaciones que recaigan sobre especies corporales muebles o servicios destinados a formar parte de su Activo Realizable o Activo Fijo, y aquellas relacionadas con gastos de tipo general, que digan relación con el giro o actividad del contribuyente. Igualmente dará derecho a crédito el impuesto de este Título recargado en las facturas emitidas con ocasión de un contrato de venta o promesa de venta de un bien corporal inmueble y de los contratos referidos en la letra e) del artículo 8º.


2º.- No procede el derecho al crédito fiscal por la importación o adquisición de bienes o la utilización de servicios que se afecten a hechos no gravados por esta ley o a operaciones exentas  o que no guarden relación directa con la actividad del vendedor.

Complementando lo anterior, el art 41 inciso 2º del Reglamento, entiende que no existe esta relación directa, cuando los bienes o servicios se destinen a fines diferentes de aquellos que constituyen su giro o actividad habitual.


Creemos que es una cuestión de hecho, que, en último término, deberán resolver los Jueces del fondo, en cuanto, en cada caso, según la actividad y la relación real, existente con el giro de la empresa, permitirán establecer si el destino efectivamente es el giro o una actividad agena.

Otro problema se refiere a la situación de aquellos bienes y servicios que, relacionados directamente con el giro, no tienen una destinación exclusiva a éste, siendo  usados en parte, para necesidades privadas.


Esta  materia ha sido objeto de regulación en la Ley de la renta, art. 21, en cuanto la parte usada para fines particulares se presume retiro; en materia de IVA no existe una figura semejante, de tal forma que, en caso de utilización de los bienes para fines particulares, como consumidor final, se aplica, de darse las condiciones, la infracción del artículo 97 Nº 20 y se rechaza el total del crédito fiscal.  Sin perjuicio de que los retiros de bienes corporales muebles efectuados por el vendedor o por el dueño, socio, directores o empleados de  la empresa para su uso o consumo personal o de su familia  (autoconsumo interno) configuran hecho gravado con el impuesto.

 b).- Afectación a hechos gravados con el impuesto.


1.- El Dl 825 formula este requisito en forma negativa en el art 23 Nº 2 al disponer que no procede el derecho al crédito fiscal por la importación o adquisición de bienes o la utilización de servicios que se afecten a hechos no gravados por esta ley o a operaciones exentas...

La denegación del crédito para  ciertos gastos de las empresas, refleja la consideración administrativa de que esas compras podrían fácilmente ser transferidas a uso personal.

En todo caso la valoración ha de efectuarse teniendo en cuenta no solo los elementos o productos que se identifican físicamente con el producto o servicio final; es decir, en un ejemplo, no solamente la compra de pollos para su posterior venta genera crédito, también la compra de materiales de construcción para construir un gallinero en donde se criarán los pollos, ya que no obstante no ser vendedor de gallineros, cuando lo construí o adquirí fue para destinarlo a la venta de pollos, objeto de la empresa y razón de la adquisición.

El momento en el cual se debe analizar si la afectación cumple o no con este requisito es al adquirir el bien o utilizar el servicio, es en este momento en el cual se presentan los elementos propios del hecho gravado, por ejemplo, es en este momento que se debe determinar el ánimo de reventa que configura la habitualidad propia de las ventas. Por esta razón, si luego existe un cambio en la afectación y se emplea con fines de consumo, surgen los hechos gravados retiro de la la letra d del artículo 8 o la figura de la la letra m de dicho artículo.

Tratándose de contribuyentes sometidos parcialmente al tributo en razón de desarrollar simultáneamente operaciones afectas y no gravadas, el Nº 3 del art 23 reconoce el derecho a crédito fiscal proporcional, que se calculará de acuerdo con las normas contenidas en el Reglamento.


La norma reglamentaria establece un procedimiento conforme al cual el contribuyente debe clasificar los impuestos soportados, según su afectación. Así, aquellos destinados a generar exclusivamente operaciones afectas, dan lugar a crédito íntegro; en tanto que, los usados exclusivamente en operaciones no gravadas no generan derecho a deducción 


A través de  las exclusiones señaladas, se aíslan los impuestos soportados en los llamados bienes de utilización común, es decir aquellas maquinarias, insumos o materias primas destinados a generar simultáneamente operaciones gravadas con este tributo y exentas o no gravadas por el mismo. Para determinar el monto de crédito fiscal que estos bienes originan, se aplica el sistema estimativo o de la prorrata general, cifrándolo en la suma que resulte de aplicar al impuesto soportado respecto de los bienes o servicios de utilización común, el porcentaje que las ventas netas afectas representen en el monto total de las ventas netas contabilizadas.


Para efectuar el cálculo anterior, debe determinarse la relación porcentual considerando  las operaciones gravadas, no afectas y totales durante el primer período tributario. Para los períodos tributarios siguientes deberán considerar la misma relación porcentual, pero acumulados mes a mes los valores mencionados hasta completar el año calendario respectivo, En el año calendario siguiente y posteriores se iniciará el mismo procedimiento antes descrito. (art 43 Nº 3 DS 55).

c).- Que no se encuentre negado el derecho al crédito

Por último, en cuanto a los requisitos de fondo, debemos tener en cuenta que en algunas situaciones particulares y atendiendo a distintas motivaciones, el legislador ha negado expresamente el derecho al crédito, evento en el cual, obviamente, el  contribuyente que ha soportado el tributo, carece de derecho a recuperarlo vía crédito fiscal.

1.-  Conforme lo dispuesto  en el Nº 4º del artículo 23, no darán derecho a crédito las importaciones, arrendamiento con o sin opción de compra  y adquisición de automóviles, station wagons y similares y de los combustibles, lubricantes, repuestos y reparaciones para su mantención , ni las de productos o sus componentes que gocen en cualquier forma de subsidios al consumidor, de acuerdo a la facultad del artículo 48, salvo que el giro o actividad habitual del contribuyente sea la venta o arrendamiento de dichos bienes, según corresponda, salvo en aquellos casos en que se ejerza la facultad del inciso primero del artículo 31 de la Ley sobre Impuesto a la Renta.
Con la redacción actual, después de la Ley 19.738  de 19 de junio de 2001, el N° 4 del artículo 23 del D.L. N 825, autoriza la deducción como crédito fiscal de las importaciones, arrendamiento con o sin opción de compra y adquisición de automóviles, station wagons y similares, y de los combustibles, lubricantes, repuestos y reparaciones para su mantención, además de aquellos casos en que el giro o actividad habitual del contribuyente sea la venta o arrendamiento de dichos bienes, según corresponda, en aquellos casos en que se ejerza la facultad del inciso primero del artículo 31 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, esto es, cuando el Director del Servicio de Impuestos Internos califica previamente estos gastos de necesarios, a su juicio exclusivo.


Por lo tanto, si el Director califica tales gastos como necesarios para efectos de la determinación del Impuesto a la Renta, el IVA recargado en la factura que los acredite podrá ser usado como crédito fiscal, en la medida que cumpla con los requisitos exigidos en el texto actual del artículo 23 del D.L. N° 825, de 1974.

2.- El número 6º de este artículo niega el crédito en la parte que la empresa constructora gozó del crédito especial de estas empresas. Dispone la norma que, no procederá el derecho a crédito fiscal para el adquirente o contratante por la parte del Impuesto al Valor Agregado que la empresa constructora recupere en virtud de lo prescrito en el artículo 21 del decreto ley Nº 910, de 1975. Esto es de toda lógica, ya que el adquirente no soportó la totalidad del impuesto, el 65% le fue rebajado en la factura debido, precisamente, a la existencia de este crédito especial de las empresas constructoras; de ahí que, si no lo soportó en su totalidad, debe rebajar como crédito lo efectivamente soportado.
3.- Por último, según vimos en su oportunidad, el art 8 letra d) dispone que los impuestos que se recarguen en razón de los retiros, no darán derecho al crédito.

III.- La existencia de la operación. Requisito implícito

Esta materia se encuentra especialmente explicada por el Servicio en circular 93 de 19 de diciembre de 2001.

Los Nos. 1 y 5 del Artículo 23, disponen que “Los contribuyentes afectos al pago del tributo de este Título tendrán derecho a un crédito fiscal contra el débito fiscal determinado por el mismo período tributario, el que se establecerá en conformidad a las normas siguientes:

1.- Dicho crédito será equivalente al impuesto de este Título recargado en las facturas que acrediten sus adquisiciones o la utilización de servicios, o, en el caso de las importaciones, el pagado por la importación de las especies al territorio nacional respecto del mismo período....".

"5.- No darán derecho a crédito los impuestos recargados o retenidos en facturas no fidedignas o falsas o que no cumplan con los requisitos legales o reglamentarios y en aquellas que hayan sido otorgadas por personas que resulten no ser contribuyentes de este impuesto.

Lo establecido en el inciso anterior no se aplicará cuando el pago de la factura se haga dando cumplimiento a los siguientes requisitos:

Con un cheque nominativo a nombre del emisor de la factura, girado contra la cuenta corriente bancaria del respectivo comprador o beneficiario del servicio.

b) Haber anotado por el librador al extender el cheque, en el reverso del mismo, el número del Rol Unico Tributario del emisor de la factura y el número de ésta.

Con todo, si con posterioridad al pago de una factura, ésta fuere objetada por el Servicio de Impuestos Internos, el comprador o beneficiario del servicio perderá el derecho al crédito fiscal que ella hubiere originado, a menos que acredite a satisfacción de dicho Servicio, lo siguiente:

a) La emisión y pago del cheque, mediante el documento original o fotocopia de éste.

b) Tener registrada la respectiva cuenta corriente bancaria en la contabilidad, si está obligado a llevarla.

c) Que la factura cumple con las obligaciones formales establecidas por las leyes y reglamentos.

La efectividad material de la operación y de su monto, por los medios de prueba instrumental o pericial que la Ley establece, cuando el  Servicio de Impuestos Internos así lo solicite.

No obstante lo dispuesto en los incisos segundo y tercero, no se perderá el derecho a crédito fiscal, si se acredita que el impuesto ha sido recargado y enterado efectivamente en arcas fiscales por el vendedor.

Lo dispuesto en los incisos segundo y tercero no se aplicará en el caso que el comprador o beneficiario del servicio haya tenido conocimiento o participación en la falsedad de la factura.”.

De esta forma,  el No. 5 sería una ratificación de lo dicho por el número 1, complementándolo con un detalle de las situaciones específicas en que se rechazará el derecho al crédito fiscal, basado, en último término, en que la operación a que se refiere el documento y al cual corresponde el crédito, no existiría en los términos y por el monto que se indica precisamente en la factura..

Causales de rechazo del crédito fiscal

Conforme a lo dispuesto en el inciso primero del No. 5, del artículo 23,  los contribuyentes del Impuesto al Valor Agregado pierden el derecho al uso del crédito fiscal respecto a los impuestos recargados en:

1)
Facturas no fidedignas;

2)
Facturas falsas;

3)
Facturas que no cumplan con los requisitos legales o reglamentarios, y

4)
Facturas que hayan sido otorgadas por personas que resulten no ser contribuyentes del I.V.A.

Si se produce este rechazo por el Servicio,  debe especificar claramente en la citación y liquidación, el motivo por el cual se impugna el documento, indicando con precisión alguna de las causales señaladas en los cuatro números anteriores y fundamentando las razones por las cuales considera que se trata de una factura no fidedigna o falsa, que no cumple con los requisitos legales o reglamentarios o que ha sido otorgada por persona que resulten no ser contribuyente del IVA, no siendo procedente al efecto, que se aluda en términos genéricos a “facturas irregulares”, pues tal denominación no se contempla en el artículo 23 N° 5 del D. L. N° 825, de 1974.

1.- Facturas no fidedignas

Se entiende por “facturas no fidedignas” aquellas que, como su nombre lo indica, no son dignas de fe, esto es, que contienen irregularidades materiales que hacen presumir con fundamento que no se ajustan a la verdad.

Ejemplo: facturas cuya numeración y datación no guarda debida correlatividad con el resto de la facturación del contribuyente; facturas con correcciones, enmendaduras o interlineaciones en su texto; facturas que no guarden armonía con los asientos contables que registran la operación de que dan cuenta; casos en que no haya concordancia entre los distintos ejemplares de la misma factura, etc.

Las razones por las cuales se considera que dicho documento no es digno de fe, deben indicarse con precisión en la citación y liquidación que se practique.

2.- Facturas falsas

Se entiende por falsa una factura que falte a la verdad o realidad de los datos contenidos en ella.

La falsedad de una factura puede ser material, esto es, que altere el sentido del documento mismo en su materialidad, o ideológica, es decir, que deje constancia de cosas falsas o mentirosas, siendo las formas usadas aparentemente reales o auténticas.

Como ejemplos de falsedad  pueden señalarse: indicar un nombre, domicilio, RUT o actividad económica inexistente o adulterado del emisor o del receptor de la factura, el registrar una operación inexistente o falsear los montos de ellas, falsear los timbres del Servicio, etc.

Debe tenerse presente sobre esta materia que las circunstancias de no ubicarse al contribuyente con posterioridad a la emisión de la factura en el domicilio indicado en ésta, de ser éste inconcurrente a notificaciones del Servicio o de encontrarse observado negativamente en los sistemas informáticos que mantiene la administración tributaria, no constituyen por sí solas  presunciones suficientes para que de ellas se desprenda, en forma inequívoca, que la factura es falsa, siendo necesario en tales eventos, reunir otros antecedentes que permitan fundamentar válidamente esa impugnación .

Deben fundamentarse por el Servicio las razones que han conducido a tal calificación, las que es necesario consignar, con precisión, en la citación y liquidación correspondientes, 

3.- Facturas que no cumplan con los requisitos legales o reglamentarios

No cumplir con los requisitos legales o reglamentarios, significa omitir aquellos que se encuentran establecidos en los Artículos 54 del DL No. 825 y 69 del Reglamento contenido en el DS de Hacienda No. 55, de 1977, y otros establecidos o que establezca esta Dirección en uso de sus facultades legales.

Los requisitos legales, reglamentarios o establecidos por el Servicio que deben cumplir las facturas son, por ejemplo, número, timbre, nombre completo del emisor, Rol Unico Tributario del emisor, dirección del establecimiento, giro del negocio, fecha de emisión, nombre del comprador, Rol Unico Tributario del comprador, dirección del comprador, detalle de la operación, recargo separado del impuesto, condiciones de la venta, dimensiones mínimas, color blanco del papel, fondo impreso, nombre del documento (factura), recuadro rojo, Unidad del Servicio en que debe efectuarse el timbraje, etc.

4).- Facturas que hayan sido otorgadas por personas que resulten no ser contribuyentes del I.V.A.

No dan derecho a crédito fiscal los impuestos recargados o retenidos en facturas  otorgadas por personas que resulten no ser contribuyentes de este impuesto, sea por tratarse de personas que carecen de la calidad de vendedores habituales de bienes corporales muebles o inmuebles de su propiedad, construidos totalmente por ella o que en parte hayan sido construidos por un tercero para ella, o del carácter de prestadores de servicios afectos al IVA, o bien, por no ser sujetos de las demás operaciones que constituyen hechos gravados con el tributo.

En relación a esta materia es preciso señalar, que la circunstancia de que el contribuyente no haya efectuado declaraciones de impuestos no lo priva de la calidad de contribuyente del IVA, sino que lo constituye en un contribuyente no declarante, circunstancia que el comprador no está en condiciones de verificar.

Es indiferente que la irregularidad detectada la cometa el contribuyente que ha utilizado el crédito fiscal o el que ha emitido la factura, ya que en ambos casos se da la situación prevista en la norma citada, esto es, no existe derecho al crédito fiscal.

Situaciones que permiten hacer uso del crédito fiscal en los casos anteriores de rechazo.

En conformidad con lo dispuesto en el N° 5 del artículo 23 del D.L. N° 825, de 1974, hay dos situaciones de excepción que permiten al contribuyente hacer uso del crédito fiscal, no obstante que la factura en que se sustenta  adolezca de alguno de los defectos a que se refiere el inciso primero del N° 5 de la norma antes citada. Estas situaciones se producen:

I.- Cuando el pago de la factura se ha efectuado con cheque nominativo de cuenta corriente del comprador o beneficiario del servicio y a nombre del emisor de la factura y  se ha anotado por el librador al extender el cheque, en el reverso del mismo, el número de RUT del emisor de la factura y el número de ésta, y

II.- En el caso que se acredite que el impuesto ha sido recargado y enterado efectivamente en arcas fiscales por el vendedor.

I.- Pago con cheque

La exclusión del derecho a usar el crédito fiscal en las situaciones antes enunciadas en el Capítulo II, no tiene, sin embargo, carácter absoluto. En efecto, es posible, siempre y cuando se cumplan los requisitos copulativos que el inciso segundo y siguientes del referido No. 5 establecen, que el IVA recargado o retenido en facturas no fidedignas o falsas o que no cumplan con los requisitos legales o reglamentario u otorgadas por personas que resulten no ser contribuyentes de dicho tributo, pueda ser usado como crédito fiscal por el contribuyente comprador o beneficiario del servicio.

El mecanismo contemplado en la norma que se analiza, elimina entonces, el efecto de pérdida del crédito fiscal, siempre y cuando, el receptor de la factura, adopte algunas medidas de prevención, y acredite, en el evento de producirse el rechazo de la factura, las circunstancias que la misma disposición prevé.

Es decir, el mecanismo contempla medidas de precaución o prevención que debe tomar el contribuyente al momento de pagar la factura y antes de hacer uso del crédito fiscal, y otras que se deben acreditar en el evento de que la factura sea objetada por el Servicio de Impuestos Internos con posterioridad al uso del crédito fiscal.

A.- Medidas de prevención que el contribuyente debe tomar al efectuar el pago de la factura.

Estas medidas son las siguientes:

A.1
Pagar la factura con un cheque nominativo a nombre del emisor de aquélla.

Cheque nominativo es aquél en que se han tarjado las menciones impresas “a la orden de” y “o al portador”, y que, por tanto, puede ser cobrado al Banco librado por ventanilla, solamente por aquella persona a cuyo nombre se extendió, o bien a través de su endoso en comisión de cobranza a un Banco. La nominatividad del cheque debe ser dispuesta por el girador del documento directamente a nombre de la persona natural o jurídica que emite la factura que se paga por medio del referido cheque.

Se excluye, por consiguiente, la posibilidad de que dicho requisito pueda acreditarse en los casos en que el pago se haya efectuado por un medio o documento distinto del cheque, como por ejemplo, con un vale vista, giro electrónico, pago en efectivo, etc.

A.2
Girar el cheque en contra de cuenta corriente bancaria de que sea titular la persona natural o jurídica que efectúa la compra o recibe el servicio.

Es decir, el cheque de pago de la factura no puede provenir de una cuenta corriente bancaria de una tercera persona, distinta de aquélla que ha realizado la compra o recibido el respectivo servicio.

A.3
Anotar, el girador del cheque al extenderlo, en el dorso de este documento, el número del Rol Unico Tributario del emisor de la factura y el número de ésta.

Conforme a este requisito, se exige al girador del cheque anotar al dorso del documento, además del número del RUT del emisor de la factura, el número de ésta. De consiguiente, por expresa disposición legal, el requisito de anotar el número de la factura se entiende cumplido solamente si se consigna en el reverso del cheque el número de ésta, de modo que dicha condición no se satisface si se anota el número de un documento distinto de la factura, como puede ser, por ejemplo, el de la guía de despacho.

El requisito de estampar en el cheque el número del RUT del emisor de la factura y el número de ésta, también se entenderá cumplido en el caso de cheques que se confeccionen por distintos medios, como computacionales u otros, si tales datos se imprimen o consignan en el anverso del cheque respectivo.

B.-
Requisitos que deben acreditarse a satisfacción del Servicio de Impuestos Internos, posteriormente, al producirse el rechazo del uso del crédito fiscal en un proceso de fiscalización llevado adelante por este organismo, por adolecer la respectiva factura de falta de fidedignidad o ser falsa o no cumplir con los requisitos legales y reglamentarios o haberse emitido por quien resulta no ser contribuyente del Impuesto al Valor Agregado.

B.1.
Que la factura fue pagada con un cheque nominativo a nombre del emisor de ella.

B.2
Que en el reverso del cheque se anotó por el librador el número del Rol Unico Tributario del emisor de la factura y el número de ésta.

Las circunstancias de las letras B.1. y B.2. podrán acreditarse acompañando el original del cheque o una fotocopia de éste autorizada por el Banco librado.

B.3 
Que el cheque se giró en contra de una cuenta corriente bancaria del comprador o beneficiario del servicio.

B.4.
Que el cheque se pagó al emisor de la factura, directamente o por intermedio de un Banco al cual se le endosó en comisión de cobranza.

Los requisitos de las letras B.3. y B.4. se probarán con un certificado del Banco librado.

B.5
Que la cuenta corriente bancaria en contra de la cual se giro el cheque, se encontraba registrada en la contabilidad del comprador o beneficiario del servicio, a la fecha de la emisión del referido cheque.

B.6
Que el cheque girado se anotó oportunamente en la contabilidad del comprador o beneficiario del servicio.

Los presupuestos de las letras B.5. y B.6. sólo se exigirán si el contribuyente está obligado a llevar contabilidad completa o simplificada, y se demostrarán exhibiendo los respectivos libros de contabilidad.

B.7
Que la factura en virtud de la cual actuó el comprador o beneficiario del servicio, cumple con las obligaciones formales establecidas por las leyes, reglamentos e instrucciones del Servicio.

Esta circunstancia se acreditará acompañando la factura que se objeta.

Respecto de las facturas que no cumplan con los requisitos establecidos en las leyes, reglamentos o instrucciones del Servicio de Impuestos Internos, es preciso distinguir entre aquellos requisitos formales o de forma, que constan o deben constar en la factura misma y que por ende, pueden ser verificados por los receptores de las facturas mediante el simple examen de ellas y aquellos requisitos que no pueden verificarse con el solo examen del documento. La falta de los requisitos señalados en primer término, no puede subsanarse mediante el mecanismo que contemplan los incisos segundo y tercero del N° 5 del Artículo 23, en estudio, y por el contrario, para acogerse a los beneficios de estos incisos el contribuyente debe acreditar que la factura cumple con ellos.

De manera que sólo el incumplimiento de aquellos requisitos mencionados en segundo término puede hacer operar el mecanismo establecido por la Ley para que no se pierda el crédito fiscal.

Las obligaciones formales o de forma que deben cumplir las facturas objetadas son, por ejemplo: número, timbre, nombre completo del emisor, Rol Unico Tributario del emisor, dirección del establecimiento, giro del negocio, fecha de la emisión, nombre del comprador, Rol Unico Tributario del comprador, dirección del comprador, detalle de la operación, recargo separado del impuesto, condiciones de la venta, dimensiones mínimas, color blanco del papel, fondo impreso, nombre del documento (factura), recuadro rojo, Unidad del Servicio en que debe efectuarse el timbraje, etc.

Debe advertirse que la falta de fidelidad de los requisitos formales que aparecen en el documento no hace perder el beneficio de que se trata, siempre que esté revestido de una apariencia razonablemente creíble, como puede ocurrir en el caso en que el documento haya sido timbrado con un cuño falso pero que deja una seña en el documento semejante al verdadero.

B.8 
Que materialmente la operación y su monto sean efectivos.

Cuando existan hechos o circunstancias de los cuales se desprendan presunciones serias que pongan en duda que la operación realmente se realizó o sobre la efectividad de su monto, el Servicio podrá requerir que el contribuyente acredite que real y verdaderamente se efectuó la transacción de que da cuenta la respectiva factura y por el valor en ella consignado, probando diversas circunstancias de hecho, según el caso, tales como: transporte de los bienes, guías de despacho si las hubiere, ingreso a bodega, detalle de las ventas de las mercaderías anotadas en la factura o su existencia en el inventario, etc., y cualquiera otra circunstancia conducente a demostrar, por los medios de prueba instrumental y pericial que la Ley establece, que el hecho gravado y su valoración son efectivamente los que figuran registrados en la factura cuya aclaración se solicita.

Finalmente, y de acuerdo a la normativa vigente, el mecanismo destinado a permitir el uso del crédito fiscal que consta de facturas no fidedignas o falsas  no se aplica cuando el comprador o el beneficiario del servicio han tenido conocimiento o participación en la falsedad  de la factura.

En consecuencia, no son llamados al uso del beneficio que se comenta quienes han tenido conocimiento o participación como autores, cómplices o encubridores en los actos constitutivos de la falsedad material o ideológica de la factura.

Se debe entender que el comprador o beneficiario del servicio ha tomado conocimiento de los hechos señalados cuando éste ha sabido el carácter irregular del documento, y que ha tenido participación en ellos, cuando ha desempeñado una conducta relacionada con la falsificación formal o ideológica de la factura.

De consiguiente y de acuerdo a lo expresado, se entrega a los contribuyente un mecanismo idóneo para ponerse a resguardo de la eventual pérdida del derecho a usar el crédito fiscal, particularmente cuando éstos adquieren bienes y servicios de proveedores no habituales o desconocidos. En efecto, la mera adopción de las medidas de prevención y el cumplimiento y prueba de los otros requisitos que se han comentado, los pondrá automáticamente a cubierto de la sanción civil que implica la pérdida del crédito fiscal.

II.- Prueba de que el IVA ha sido recargado y pagado

Conforme a lo dispuesto en el inciso penúltimo del N° 5 del artículo 23 del D.L. N° 825, de 1974, se elimina el efecto de pérdida del derecho a crédito fiscal del IVA recargado o retenido en facturas no fidedignas o falsas o que no cumplan con los requisitos legales o reglamentarios o que han sido otorgadas por personas que resulten no ser contribuyentes de dicho tributo, pero que dan cuenta de operaciones reales, cuando se acredita que el impuesto ha sido recargado y enterado efectivamente en arcas fiscales por el vendedor.

Para los efectos de utilizar el crédito fiscal de acuerdo al citado inciso penúltimo del N° 5 del artículo 23 del D.L. N° 825, de 1974, se requiere acreditar la concurrencia de los siguientes requisitos copulativos:

a) Que el impuesto ha sido recargado separadamente en la factura respectiva.

La prueba de que se recargó el impuesto sólo puede emanar de la propia factura y, por consiguiente, el requisito que se exige acreditar deberá cumplirse exhibiendo la correspondiente factura..

b) Que el vendedor ha enterado efectivamente en arcas fiscales el impuesto recargado en la factura

El contribuyente deberá proporcionar al Servicio, todos los elementos de prueba (libros de contabilidad, documentos, declaraciones, etc.), tanto los que  deben obrar en su poder, como los correspondientes a su vendedor, que sean necesarios  para verificar la concurrencia de este requisito.

Para efectuar la comprobación del  requisito que se comenta, deberá auditarse la declaración del Impuesto al Valor Agregado correspondiente al mes de emisión de la factura impugnada, verificando, en primer lugar, que ella ha sido incluida en dicha declaración, la cual debe contener todos los elementos para establecer correctamente el impuesto a pagar o el remanente de crédito resultante, prestando especial atención a la corrección y procedencia de los créditos y débitos fiscales, y, como es obvio, a que el impuesto correspondiente haya sido enterado en arcas fiscales, cuando en el período haya resultado impuesto a pagar.

JURISPRUDENCIA RECIENTE SOBRE LA MATERIA DEL ARTÍCULO 23 Nº 5

1.-  La I. Corte de Apelaciones de Valdivia confirmó una sentencia del Tribunal Tributario de la misma jurisdicción, que negó lugar a una reclamación tributaria presentada en contra de las liquidaciones que le fueran practicadas a un contribuyente  por rechazo al Crédito Fiscal IVA derivado de ciertas facturas tachadas de falsas o no fidedignas por el ente fiscalizador.

Al  rechazar las argumentaciones del apelante, la I. Corte sostuvo que para hacer uso del Crédito Fiscal que proviene de facturas éstas deben reunir las exigencias legales para que sean estimadas como fidedignas.  Agregó que en la especie se trató de facturas que se encontraban fuera del rango de timbraje autorizado por el Servicio de Impuestos Internos y que, por tanto, contenían en sí mismas irregularidades materiales que hacen presumir que no se ajustan a la verdad de los datos contenidos en ellas.

(CORTE DE APELACIONES DE VALDIVIA – 05.08.2002 – RECURSO DE APELACIÓN – ROL 13.020-02 – COMERCIALIZADORA DE PRODUCTOS FORESTALES Y AGRÍCOLAS LTDA. – MINISTROS SRA. ADA GAJARDO PEREZ – SRTA. FISCAL JUDICIAL RUBY ALVEAR MIRANDA – ABOGADO INTEGRANTE SR. OSCAR BOSSHARDT ULLOA.)

2.- En contra de una sentencia de la I. Corte de Apelaciones de Concepción, confirmatoria de la de primer grado, del Tribunal Tributario de la VIII Dirección Regional del Servicio de Impuestos Internos, fue interpuesto un Recurso de Casación en el Fondo, en el que se denunció por el recurrente infracción en la aplicación del artículo 23 N° 5 del D.L. 825, de 1974.

La Corte Suprema rechazó el recurso intentado, al estimar que por parte del reclamante se hizo uso de un Crédito Fiscal sustentado en facturas no autorizadas por el ente fiscalizador, al no contar con el timbre correspondiente.  El recurrente, en consecuencia, para poder hacer uso del Crédito Fiscal originado en el impuesto recargado en dichos documentos debió dar cumplimiento a lo preceptuado en los incisos segundo y tercero del N° 5 del artículo 23 del cuerpo legal mencionado, los que constituyen medidas de resguardo tanto para el contribuyente como pára el sistema. El fallo de casación agregó que el Fisco no puede responder por la falta de diligencia del recurrente, quien, al recibir documentos sin timbrar debió asumir que fue engañado, pagando el impuesto correspondiente a quien no podía recibirlo.

(CORTE SUPREMA –17.04.2002 – RECURSO DE CASACIÓN EN EL FONDO – ROL 4803-00 – MIGUEL PINO DE LA BARRERA C/ S.I.I. - MINISTROS SRES. MILTON JUICA A. – ORLANDO ALVAREZ H. – HUMBERTO ESPEJO Z. - ABOGADOS INTEGRANTES SRES. MANUEL DANIEL A. Y ARNOLDO GORZIGLIA B.)

3.- Pronunciándose respecto de un Recurso de Casación en el Fondo, interpuesto contra la sentencia de la I. Corte de Apelaciones de Temuco, confirmatoria de la de primer grado, la Excma. Corte Suprema rechazó las argumentaciones del recurrente, quien señaló que la norma contenida en el artículo 23 N° 5 de la Ley de Impuesto a las Ventas y Servicios fue aplicada incorrectamente por el Servicio de Impuestos Internos, negándosele infundadamente su derecho al Crédito Fiscal IVA.

Argumentando sobre este particular, la Excma. Corte manifestó que las exigencias establecidas por la norma citada se traducen en una serie de medidas de resguardo que el contribuyente debe tomar para su propio beneficio, y que se han establecido a modo de evitar que éste se excuse atribuyendo la responsabilidad de la falta de fe de la factura respectiva al emisor de la misma, y pueda de esa forma hacer efectivo un Crédito Fiscal basado en documentos falsos, no fidedignos o que no cumplen con los requisitos legales o reglamentarios. Agregó el fallo de casación que, precisamente, se efectuaron por el ente fiscalizador una serie de reparos formales y de fondo a los documentos cuestionados, que llevaron a concluir su carácter de no fidedignos, confirmándose esta circunstancia tanto por el fallo de primer grado como por la sentencia de 2ª instancia.

(CORTE SUPREMA – 11.04.2002 – RECURSO DE CASACIÓN EN EL FONDO – ROL 1573-2000 – ERNESTO PEÑA FIGUEROA C/ S.I.I. - MINISTROS SRES. RICARDO GALVEZ B. – ORLANDO ALVAREZ H. – DOMINGO YURAC S.- HUMBERTO ESPEJO Z. – MARÍA ANTONIA MORALES V. )
4.- La I. Corte de Apelaciones de La Serena confirmó una sentencia definitiva del Tribunal Tributario de la IV Dirección Regional del Servicio de Impuestos Internos con declaración, en el sentido que se estima probada la existencia de operaciones comerciales de que dan cuenta algunas de las facturas cuestionadas por el ente fiscal, en cuanto se demuestra la existencia de los bienes muebles a que ellas se refieren, los que fueron 

inspeccionados por el juez de la instancia, correspondiendo al giro del reclamante. Asimismo, se acompañó declaración jurada de uno de los proveedores dubitados en que señala las ventas y los trabajos efectuados al reclamante.

En lo que se refiere al resto de las operaciones cuya existencia fue puesta en duda por el organismo fiscalizador, la sentencia en alzada concluyó que el apelante no logró desvirtuar las imputaciones del Servicio, en cuanto no estaban referidas al giro del negocio y no se logró probar su real existencia.

(CORTE DE APELACIONES DE LA SERENA – 21.01.2002 – RECURSO DE APELACIÓN – ROL 25.407 – PEDRO RICARDO FLORES DÍAZ C/ S.I.I. - MINISTRO SRA. ISABELLA ANCAROLA PRIVATO -  ABOGADOS INTEGRANTES SRES. MANUEL RAMIREZ ESCOBAR – MANUEL CORTES BARRIENTOS.)

5.- El Tribunal Tributario de la V Dirección Regional del Servicio de Impuestos Internos acogió una reclamación tributaria interpuesta por un contribuyente en contra de las liquidaciones de impuesto que le fueran notificadas al serle rechazado, por parte del servicio fiscalizador, el uso del Crédito Fiscal IVA y los costos contabilizados, por encontrarse éstos respaldados por facturas que no cumplían con los requisitos legales y reglamentarios o que fueron otorgadas por personas que no son contribuyentes del IVA.

A este respecto, el juez de primer grado señaló que el contribuyente aportó suficientes pruebas que permiten concluir que en el otorgamiento de los documentos objetados se cumplieron con los requisitos de forma que la ley exige para tal fin, encontrándose dentro del rango de timbraje autorizado por el Servicio de Impuestos Internos,  y fueron otorgados por personas que tienen la calidad de contribuyentes. Por otra parte, agregó, aparece suficientemente acreditada la efectividad material de las operaciones de que las facturas dan cuenta mediante prueba documental, a saber,  detalle de las entregas de las mercaderías, con sus montos parciales y totales, pagadas con cheque nominativo, y copia de cada uno de estos cheques.

Finalmente, el fallo consideró que, en lo que respecta a la deducción del costo declarado y su agregado a la base imponible del impuesto a la renta, con el detalle de los documentos mencionados este costo se acreditó suficientemente.

(TRIBUNAL TRIBUTARIO DE VALPARAÍSO - V DIRECCION REGIONAL DEL SII – 27.02.2002 – ROL N° 02-91 71-93 – RECLAMO DE LIQUIDACIONES – VICENTE RODRIGO URIBE MARTÍNEZ C/ S.I.I. – JUEZ TRIBUTARIO  SRA. MARIA ELENA THOMAS GANA.)

6.- La Excma. Corte Suprema acogió un Recurso de Casación interpuesto por el Fisco de Chile en contra de una sentencia de la I. Corte de Apelaciones de  Concepción, revocatoria de la de primer grado del Tribunal Tributario de la VIII Dirección Regional del Servicio de Impuestos Internos, al establecer que el fallo recurrido incurrió en infracción a los artículos 23 N° 5 del D.L. N° 825, de 1974, y 21 del Código Tributario.

En lo referente a las normas contenids en el artículo 23 N° 5 aludida, al Tribunal Supremo expuso que esta norma establece una serie de medidas de resguardo para el contribuyente tendientes a evitar que éste pierda su derecho a Crédito Fiscal IVA  en el caso de que las facturas de sus proveedores fueran objetadas por el S.I.I. Señaló el fallo de casación que esta misma norma impone al contribuyente la obligación de acreditar la efectividad material de la operación, si el Servicio lo solicita, en cuanto es precisamente la operación material el antecedente previo indispensable para tener derecho a Crédito Fiscal IVA.

Agregó el fallo de casación que el artículo 21 del Código Tributario concuerda en que la carga probatoria corresponde al contribuyente, por lo que de acuerdo a lo prescrito por el artículo 19 del Código Tributario, estas disposiciones deben ser interpretadas de acuerdo a su tenor literal, razón por la cual, concluyó el máximo Tribunal, ambas disposiciones fueron vulneradas por el fallo de 2ª instancia.

(CORTE suprema – 29.01.2002 – RECURSO DE casación en el fondo – ROL 4690-2000–MANUEL ALTAMIRANO SALAMANCA C/ S.I.I. - MINISTROS SRES. RICARDO GÁLVEZ B. – ORLANDO ALVAREZ H. – DOMINGO YURAC S. – HUMBERTO ESPEJO Z. - ABOGADO INTEGRANTE SR.MANUEL DANIEL A.)

Modalidades de ejercicio del crédito fiscal en el Impuesto al Valor Agregado.


El crédito fiscal es un derecho que el contribuyente  tiene en contra del Fisco; sin embargo, su ejercicio se encuentra regulado en función de su fundamento u objetivo. De ahí que se ejerza esencialmente mediante la imputación al débito fiscal y sólo en cuanto no pueda extinguirse por esta vía,  procederá el reembolso. En efecto, si la cuantía de las deducciones excede el monto de los impuestos recargados en el período, dicho exceso debe arrastrarse a los períodos siguientes hasta su total extinción; el reembolso constituye un derecho subsidiario, procedente en casos excepcionales previstos en la Ley.

En virtud del principio de la autodeterminación impositiva, cada contribuyente convertido en sujeto pasivo del impuesto, tiene la obligación de enterar en arcas fiscales el resultado de la aplicación del mecanismo del IVA, es decir, la relación entre los créditos y los débitos fiscales del periodo, lo que se resume en la siguiente fórmula:

Débitos Fiscales (Art. 20 y 21 de la Ley)

Menos:

Créditos Fiscales ( Art. 23 de la ley)
Impuesto a Pagar (Débito mayor que Crédito)

Remanente ( Débito menor que Crédito )

El Impuesto a Pagar sólo se obtiene una vez aplicada la operatoria de impuesto contra impuesto y se, dará en términos tales que el Débito Fiscal supere al Crédito Fiscal.

Declaración y pago del impuesto:

De acuerdo al artículo 64 de la Ley , los contribuyentes deberán pagar en la Tesorería Comunal respectiva, o en las Oficinas Bancarias autorizadas por el Servicio de Tesorerías, hasta el día 12 dei cada mes, los impuestos devengados en el mes anterior.

Período que comprende la declaración:

La declaración deberá comprender todas las operaciones devengadas en el período tributario, que es el equivalente a un mes calendario.

En todo caso, el Servicio puede establecer períodos de declaración y pago de duración superior a un mes para los contribuyentes sujetos al régimen de tribulación simplificada para los pequeños contribuyentes.

Sin perjuicio de lo anterior, en el artículo 64 y siguientes se contempla una serie de reglas especiales y sin perjuicio de las normas sobre declaración por internet conforme el inciso final del artículo 36 del Código Tributario.

Pago:

Al momento del pago deberán presentar, una declaración jurada (art. 78 del Reglamento) del monto total de las operaciones realizadas en el mes anterior, incluso las exentas de impuesto.  Esto se materializa a través del formulario 29, formulario de declaración y pago simultáneo, respecto al Impuesto al Valor Agregado y otros impuestos.

REMANENTE  DE CREDITO FISCAL

Formación del Remanente:

Se debe tener presente que nuestra legislación acepta el carácter personal del derecho y, en consecuencia, el monto de los impuestos soportados en el período de declaración se compensa con la suma de los recargados en el mismo período y no, operación por operación. En segundo término,  el sujeto pasivo es la persona natural o jurídica y no la empresa o actividad; en consecuencia cada contribuyente presenta  sólo una declaración por el conjunto de sus actividades, de modo que en definitiva créditos de una  pueden compensar débitos de otra.


Si efectuada la imputación en la forma señalada el débito supera al crédito se genera una diferencia que debe ser enterada en arcas fiscales dentro de los 12 primeros días del mes siguiente al vencimiento del respectivo período tributario. Si, a la inversa, es el crédito el superior, se origina un remanente. Este remanente debe, conforme a lo dispuesto en el art 26,  acumularse a los créditos que tengan su origen en el siguiente período  y así, sucesivamente, hasta su extinción o hasta el término de giro, en cuyo caso las sumas no utilizadas sólo pueden imputarse al impuesto que se origine en la venta o liquidación del establecimiento y al impuesto a la renta del último ejercicio.  Si  después de efectuadas esas imputaciones aún queda un saldo, no procede la devolución del exceso.

Reajustabilidad del Remanente.

El remanente de Crédito Fiscal es el saldo que resulte a favor de un vendedor y/o prestador de servicios, respecto de un período tributario que provenga de compras o utilización de servicios superiores a las ventas o prestaciones de servicios dentro de dicho período; es decir, en el periodo correspondiente existe más crédito que débito, por ejemplo porque se efectuaron gran número de compras para bodega o se compraron activos fijos, etc. y las ventas fueron menores..

Establecido el remanente, este se acumulará a los créditos fiscales que tengan su origen en el período tributario inmediatamente siguiente.

Igual regla se aplicará en los períodos sucesivos si a raíz de estas acumulaciones el crédito volviera a ser superior al débito fiscal, (Artículos 26 de la Ley y 45 N° 1 del Reglamento.)

De acuerdo a lo expresado anteriormente, habiéndose determinado un remanente de crédito fiscal, se acumulará a los créditos fiscales que tengan su origen en el período tributario inmediatamente siguiente e igual regla se aplicará a los períodos sucesivos si subsistiera la misma situación, en el sentido que el crédito fuere superior a los débitos, éste remanente debe imputarse a los débitos que se generen en los períodos siguientes en forma reajustada.

Para reajustarlos, el remanente obtenido en pesos, debe convertirse en Unidades tributarías mensuales, según su monto vigente a la fecha en que debió pagarse el tributo. Posteriormente se reconvierte el número de unidades tributarias, al valor en pesos de ellas a la fecha en que se impute efectivamente dicho remanente. ( período tributario siguiente)

Destino del Remanente:

A.- Imputación futura a los débitos:

Como dijimos anteriormente y, conforme lo dispuesto en los artículos 26 y 28, el remanente debe, acumularse a los créditos que tengan su origen en el siguiente período  y así, sucesivamente, hasta su extinción o hasta el término de giro, en cuyo caso las sumas no utilizadas sólo pueden imputarse al impuesto que se origine en la venta o liquidación del establecimiento y al impuesto a la renta del último ejercicio.  Si  después de efectuadas esas imputaciones aún queda un saldo, no procede la devolución del exceso.

Se transcriben las normas pertinentes:

ARTICULO 26º.- Si de la aplicación de las normas contempladas en los artículos precedentes resultare un remanente de crédito en favor del contribuyente, respecto de un período tributario, dicho remanente no utilizado se acumulará a los créditos que tengan su origen en el período tributario inmediatamente siguiente. Igual regla se aplicará en los períodos sucesivos, si a raíz de estas acumulaciones subsistiere un remanente a favor del contribuyente.
ARTICULO 28º.- En los casos de término de giro, el saldo de crédito que hubiere quedado en favor del contribuyente podrá ser imputado por éste al impuesto del presente Título que se causare con motivo de la venta o liquidación del establecimiento o de los bienes corporales mue​bles o inmuebles  que lo componen. Si aún quedare un remanente a su favor, sólo podrá imputarlo al pago del impuesto a la renta de primera categoría que adeudare por el último ejercicio.

B.- Devolución de los Remanentes al contribuyente:

De acuerdo con la ley, los contribuyentes gravados con el impuesto.  y  los exportadores, que tengan remanentes durante seis o más períodos tributarios consecutivos, originados en la adquisición de bienes destinados a formar parte de su activo fijo, o en la utilización de servicios que deban integrar el valor de costo de dicho activo, pueden imputar el saldo acumulado a cualquier impuesto fiscal. Subsidiariamente, es decir, en cuanto no tengan deudas por este concepto, pueden solicitar la devolución. En el evento de que el remanente tenga carácter mixto, lo que probablemente constituirá la regla general, el monto a imputar o a devolver se determina según la proporción que represente el crédito fiscal por activo fijo en el crédito total de los períodos considerados.


Dispone al respecto el artículo 27 bis:  Los contribuyentes gravados con el impuesto del Título II de esta ley y los exportadores que tengan remanentes de crédito fiscal determinados de acuerdo con las normas del artículo 23, durante seis o más períodos tributarios consecutivos  como mínimo, originados en la adquisición de bienes corporales muebles o inmuebles destinados a formar parte de su Activo Fijo o de servicios que deban integrar el valor de costo de éste, podrán imputar ese remanente acumulado en dichos períodos, debidamente reajustado de conformidad con lo dispuesto en el artículo 27, a cualquier clase de impuestos fiscales, incluso de retención, y a los derechos, tasas y demás gravámenes que se perciban por intermedio de las Aduanas u optar porque dicho remanente les sea reembolsado por la Tesorería General de la República. En el caso que en los seis o más  períodos tributarios señalados se originen créditos fiscales en adquisiciones distintas a las anteriores o en utilizaciones de servicios de los no señalados precedentemente, el monto de la imputación o de la devolución se determinará aplicando al total de remanente acumulado, el porcentaje que represente el Impuesto al Valor Agregado soportado por adquisiciones de bienes corporales muebles o inmuebles  destinados al Activo Fijo o de servicios que se integren al costo de éste en relación al total del crédito fiscal de los seis o más  períodos tributarios.

En definitiva, en lo que a los remanentes por activo fijo se refiere, deben presentarse los siguientes requisitos:


1.- Tener remanentes de crédito fiscal durante seis o más períodos tributarios consecutivos  como mínimo,


2.- Que se hayan originados en la adquisición de bienes corporales muebles o inmuebles destinados a formar parte de su Activo Fijo o de servicios que deban integrar el valor de costo de éste,

Adquisiciones de bienes corporales muebles

Adquisiciones de bienes corporales inmuebles 

Arrendamiento con o sin opción de compra de bienes corporales muebles 

Utilización de servicios que forman parte del activo fijo


Cumpliendo estos requisitos, pueden  imputar los remanentes  a cualquier clase de impuesto fiscal, incluso de retención, y a los derechos, tasas y demás gravámenes que se perciban por intermedio de las Aduanas u optar porque dicho remanente les sea reembolsado por la Tesorería General de la República. 

Si el remanente es híbrido (generado en adquisiciones de las que señala la norma y remanentes por otras adquisiciones o servicios) el monto de la imputación o de la devolución se determinará aplicando al total de remanente acumulado, el porcentaje que represente el Impuesto al Valor Agregado soportado por adquisiciones de bienes corporales muebles o inmuebles  destinados al Activo Fijo o de servicios que se integren al costo de éste en relación al total del crédito fiscal de los seis o más  períodos tributarios.


El procedimiento de imputación o devolución de los remanentes se reglamenta en los incisos finales de la norma.

Obligación de restituir las sumas cuya devolución se obtuvo:


El artículo 27 bis, inciso segundo, contempla situaciones en las cuales debe devolverse por el contribuyente las sumas que le fueron entregadas, dice la norma:

Los contribuyentes señalados en el inciso anterior, restituirán las sumas recibidas mediante los pagos efectivos que realicen en Tesorería por concepto del Impuesto al Valor Agregado, generado en la operaciones normales que efectúen a contar del mes siguiente del período al cual esas sumas corresponden. En el caso de que en cualquiera de los períodos tributarios siguientes existan operaciones exentas o no gravadas, deberán adicionalmente restituir las sumas equivalentes a las cantidades que resulten de aplicar la tasa de impuesto establecida en el artículo 14°, que se determine de multiplicar las operaciones totales del mes por la proporción de operaciones gravadas usada para determinar el crédito fiscal en el mes de adquisición del activo fijo que originó la devolución y restar de dicho resultado las operaciones afectas del mes. A los contribuyentes que no hayan realizado ventas o prestaciones de servicios en dicho período de seis o más meses, se les determinará en el primer mes en que tengan operaciones si han importado o adquirido bienes corporales muebles o inmuebles o recibido servicios afectado a operaciones gravadas, no gravadas o exentas aplicándose la proporcionalidad que establece el reglamento, debiendo devolver el exceso, correspondiente a las operaciones exentas o no gravadas, debidamente reajustado en conformidad al artículo 27°, adicionándolo al débito fiscal en la primera declaración del Impuesto al Valor Agregado. De igual forma, deberá devolverse el remanente de crédito obtenido por el contribuyente, o la parte que proceda, cuando se haya efectuado una imputación u obtenido una devolución superior a la que corresponda de acuerdo a la ley o a su reglamento, y en el caso de término de giro de la empresa. 


La Ley 19.738 de 2001 modificó este artículo con el objeto de subsanar un defecto del antiguo sistema, esto es, que no existía forma de asegurar que  el crédito fuera reintegrado. Recordemos que el crédito debe ser absorbido por los débitos, en estos casos en que los créditos son entregados materialmente al contribuyente en la forma de devolución de remanentes, el sistema exige que tarde o temprano se generen los débitos que compensen los créditos, esta devolución de los créditos no se podía asegurar, de tal forma que un contribuyente que obtenía la devolución, podía mantenerse indefinidamente sin generar débito, por ejemplo, comprar un inmueble para arrendarlo amoblado y nunca arrendarlo o que las cantidades de débito generadas por el arriendo sean ínfimas respecto de los remanentes entregados al contribuyente.

La  establece que  los contribuyentes que hayan solicitado la devolución, deberán restituir dichas cantidades o parte de ellas si los activos fijos no son utilizados o son utilizados parcialmente en actividades gravadas.

Restitución normal:

Mediante los pagos efectivos que efectúe en Tesorería mes a mes, por concepto de débito generado en las operaciones normales afectas al impuesto (Luego de obtener la devolución de los remanentes, el contribuyente opera afecto y genera débitos).

Restitución adicional:

Aquellos contribuyentes que realicen en cualquiera de los  periodos tributarios siguientes operaciones exentas o no gravadas con IVA, deberán, adicionalmente al impuesto al valor agregado que enteren en Tesorería como resultado de sus operaciones normales del mes, restituir el exceso obtenido correspondiente a las operaciones exentas o no gravadas que realicen, mediante los agregados al débito fiscal, en la declaración del impuesto, de las cantidades que resulten del mecanismo que señala la norma.

Las otras dos situaciones de restitución se presentan en caso de restituciones excesivas y en caso de que el contribuyente haga término de giro; en el primer caso debe devolver todo el exceso de inmediato y reajustado; en el segundo caso, al contribuyente le renace como remanente lo que devuelve, solamente se trata de dejarlo en igualdad de condiciones con el contribuyente que se sometió a la normativa del artículo 28, es decir, imputación o perdida de los remanentes.

Caso en el que se denegó la solicitud de devolución de crédito fiscal en virtud del art. 27 bis a contribuyente que construyó locales comerciales que entregará en arrendamiento amoblados, resuelto por el Director mediante Oficio N° 2624, de 16-07-2002, haciendo aplicación a las normas anteriores.

1.-
Se ha recibido en esta Dirección Nacional su oficio del antecedente, mediante el cual traslada una presentación de la XXXXXXXXXXXXXXXX, quien  solicita se reconsidere Ord. N° 114/2 de 30/1/2002, de esa Dirección Regional, en virtud del cual se le denegó la solicitud de devolución de crédito fiscal según las normas del  Art. 27° bis, por la construcción de un inmueble que entregaría en arrendamiento amoblado.

2.-
En el mencionado oficio, esa Dirección Regional argumenta que los locales comerciales que se dan en arrendamiento no disponen de las instalaciones necesarias que permitan el ejercicio de alguna actividad comercial, conforme a lo dispuesto en el artículo 8°, letra g), del D.L. N° 825, lo cual se verificó en visita ocular efectuada al Mall por una funcionaria, quien señaló que éstos disponen solamente de un espacio físico cerrado que cuenta sólo con las instalaciones básicas de electricidad, líneas telefónicas, sistema de alarmas, sistema de aire acondicionado, agua, etc., todos elementos accesorios y de uso común en cualquier inmueble, debiendo el arrendatario aportar el mobiliario y alhajamiento del local.


De lo anterior, concluye que dichas instalaciones por si solas no le otorgan al inmueble la calidad de inmueble con instalaciones que permitan el ejercicio de alguna actividad comercial o industrial. Por otra parte, entiende que un inmueble se encuentra amoblado cuando se entrega para su uso, habilitado con los muebles y menajes en la cantidad y de naturaleza suficiente para ser habilitado en las condiciones deseadas.


Finalmente, señala que los locales comerciales no han sido entregados en arrendamiento a la fecha en que fue emitido el oficio en que se le denegó la solicitud de devolución.

3.-
Posteriormente ante la solicitud de reconsideración presentada por el contribuyente, el departamento jurídico de esa Dirección Regional emitió Informe Res. N° 102, manteniendo el criterio sustentado en Ord. 114/2 de 30/1/2002, concluyendo que la cláusula c.9, del anexo C del contrato (sin firmar ni completar que se tuvo a la vista), referente al equipamiento de muebles y equipos no da cuenta de la verificación efectiva del hecho gravado dispuesto en el artículo 8°, letra g), del D.L. N° 825, pues no se refiere a ningún mueble o instalación específica, además de estimar que dicha cláusula sólo da cuenta de una obligación condicional.


Por último, el contribuyente mediante una nueva presentación, amplió los antecedentes proporcionados adjuntando copia de contratos de arrendamiento firmados por algunos de sus arrendatarios, los cuales fueron remitidos a esta Subdirección junto a la presentación original, a fin de determinar la procedencia de autorizar la solicitud de devolución de crédito fiscal efectuada en virtud del artículo 27° bis por el contribuyente.

4.-
El artículo 8°, letra g), del D.L. N° 825, de 1974, grava con impuesto al valor agregado, entre otros, al arrendamiento de bienes inmuebles amoblados.


Por otra parte el artículo 27° bis, del D.L. N° 825, de 1974, dispone en lo pertinente, que los contribuyentes del impuesto al valor agregado que tengan remanentes de crédito fiscal determinados de acuerdo con las normas del artículo 23°, durante seis o más períodos tributarios consecutivos como mínimo, originados en la adquisición de bienes corporales muebles o inmuebles destinados a formar parte de su Activo Fijo o de servicios que deban integrar el valor de costo de éste, podrán optar porque dicho remanente les sea reembolsado por la Tesorería General de la República.


A su vez, el inciso segundo, parte final del señalado artículo, dispone que en caso de determinar que se ha obtenido una devolución superior a la que corresponde de acuerdo a la Ley o a su reglamento, el contribuyente deberá devolver el monto reembolsado en exceso debidamente reajustado.

5.-
Del análisis de las normas legales precedentemente citadas, se desprende que para obtener la devolución de remanente de crédito fiscal de acuerdo a las normas del artículo 27 bis, el contribuyente debe mantener remanente acumulado de crédito fiscal por un período mínimo de seis meses; ese remanente debe provenir de la adquisición de bienes corporales muebles o inmuebles destinados a formar parte de su activo fijo, o de servicios que deban integrar el valor de costo de éste y; que dicho remanente se encuentre determinado con arreglo a las normas del Artículo 23°, del D.L. N° 825, esto es, que el bien adquirido sea destinado a una actividad gravada con impuesto al valor agregado.


Ahora bien, en el caso bajo análisis el contribuyente que aún no había entregado en arrendamiento dichos inmuebles, manifestó mediante el contrato tipo que adjuntó al momento de efectuar la solicitud de devolución, que éstos serían destinados a una actividad gravada con IVA, según se establece en el anexo C, cláusula I.9, en que la arrendadora se compromete a entregar muebles para el local arrendado hasta un monto determinado según acuerdo de las partes, indicándose en la cláusula III el procedimiento a seguir para que la arrendadora adquiera dicho mobiliario.


Con posterioridad y cuando efectivamente comenzó el arrendamiento de los locales,  el arrendador adjuntó contratos de arriendo firmados, en los que se compromete a aportar muebles hasta determinados montos fijados en unidades de fomento en cada uno de esos contratos.


Sobre el particular, cabe señalar que la verificación efectiva del hecho gravado,  más aún en el caso bajo análisis en que los inmuebles construidos aún no habían sido entregados en arrendamiento al momento de presentarse la solicitud de devolución, sólo puede efectuarse cuando éstos sean efectivamente arrendados, por lo que no debió existir obstáculo en este caso, para que se le autorizara al contribuyente la solicitud de devolución, ya que no puede presumirse con anterioridad al arrendamiento de los mismos que éste no se encontrará gravado con IVA,  considerando que en la solicitud respectiva, el ocurrente manifestó que dichos locales se arrendarían provistos de muebles, adjuntando un contrato tipo sin firmar (pues hasta ese momento ningún local se encontraba arrendado) para probarlo.


Sin perjuicio de lo anterior, el artículo 27° bis, contempla en la parte final de su inciso segundo, que en caso de obtenerse una devolución superior a la que corresponda el contribuyente deberá devolver el remanente de crédito fiscal obtenido en exceso.

 5.-
Por consiguiente, conforme a lo expresado anteriormente, cabe concluir que procede autorizar a la ocurrente la solicitud de devolución del remanente acumulado de crédito fiscal originado en la construcción de locales que entregará en arrendamiento amoblados, no obstante que al momento de elevar la solicitud éstos aún no habían sido arrendados. Sin embargo corresponderá a esa Dirección Regional verificar la efectividad del hecho gravado cuando se comiencen a entregar en arrendamiento los mencionados locales, determinando en ese momento si se obtuvo una devolución superior a la que correspondía, así como también de fiscalizar que el reembolso obtenido sea devuelto conforme a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo  27° bis, mediante pagos efectivos de impuesto o de restituciones adicionales, según las instrucciones impartidas en Circular N° 94, de 19/12/2001.JUAN TORO RIVERA DIRECTOR.
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